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La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Publica (LTAIP) garantiza la protección,
clasificación y seguridad de los datos personales confidenciales (Artículo 2; numeral 6, letra c de la LTAIP).
Entendiéndose como Datos Personales Confidenciales: Los relativos al origen étnico o racial,
características físicas, morales o emocionales, domicilio particular, número telefónico particular,
dirección electrónica particular, participación, afiliación a una organización política, ideología política,
creencias religiosas o filosóficas, estados de salud, físicos o mentales, el patrimonio personal o familiar
y cualquier otro relativo al honor, la intimidad personal, familiar o la propia imagen (Artículo 3; numeral 7
de la LTAIP).

“Los datos personales serán protegidos siempre”, como lo establece el Articulo 24 de la Ley de
Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Sobre la base de las consideraciones anteriores el Articulo 95 del Reglamento de la Ley Orgánica del
Tribunal Superior de Cuentas establece que el contenido de las Declaraciones Juradas de Ingresos,
Activos y Pasivos son consideradas confidenciales y reservadas.

A continuación se presenta la información y documentación pública relativa a mi Auto Propuesta al Cargo
de Fiscal General, este archivo es una Versión Pública que protege u omite partes o secciones que
contengan información considerada como datos personales confidenciales y reservados.

Ejemplo de Protección de Datos Personales Confidenciales:

Información
protegida por
considerarse

“Dato Personal
Confidencial”
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Ejemplo de Protección de Datos Personales Confidenciales:

Información
protegida por
considerarse

“Dato Personal
Confidencial”



                   
           

             
                

La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública en su Articulo 3 Numeral 7: “Los relativos al origen étnico o racial, 
características físicas, morales o emocionales, domicilio particular, número telefónico particular, dirección electrónica particular, 
participación, afiliación a una organización política, ideología política, creencias religiosas o filosóficas, estados de salud, físicos o 
mentales, el patrimonio personal o familiar y cualquier otro relativo al honor, la intimidad personal, familiar o la propia imagen”.
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CONSTANCIA ELECTRÓNICA DE SOLVENCIA FISCAL

La DIRECCIÓN REGIONAL CENTRO SUR en cuya jurisdicción se encuentra el domicilio fiscal del solicitante,
identificado como:

Nombre y Apellido o Razón Social: ETHIKA CONSULTING S DE RL
Con Registro Tributario Nacional: 08019016844221

Habiendo presentado la solicitud electrónica con número 151-18-10500-8886 en fecha 29/04/2018, y Recibo
Oficial de Pago No. 25415442245 de fecha 28/04/2018 por el monto de L. 200.00 bajo el concepto de Actos
Administrativos.

Luego de revisadas las Bases de Datos del Sistema de Gestión Tributaria (ETAX), se ha podido establecer lo
siguiente:

ETAX: NO existen registros de Omisiones en la presentación de Declaraciones.

ETAX: NO existen registros de Deudas.

Por lo antes expuesto se OTORGA la SOLVENCIA FISCAL al solicitante.

La presente Constancia tiene una vigencia de treinta días calendario a partir de la
fecha 29/04/2018hasta 28/05/2018, la misma no aplica para el Artículo 213 del Decreto 170-2016.

Sin perjuicio de las facultades de revisión y fiscalización de esta Administración Tributaria y de los resultados que
de ella se produzcan.

DENIA ELIZABETH MARTINEZ FLORES
COORDINADORA DE CUENTA CORRIENTE DE LA DIRECCION R.C.S.

(*) Es obligación del destintario de la presente Constancia verificar su validez a través de Internet en la
dirección http://constancias.sar.gob.hn/, ingresando el número 151-18-10500-8886 o mediante el
siguiente código QR:
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PRESENTACIÓN 

Los derechos inherentes a la personalidad del ser 
humano, es decir aquellos que conforman nuestra 
propia individualidad y que pueden señalarse como 
el derecho al nombre, a la intimidad, a la propia 
imagen, al honor, e incluso los derechos del autor 
respecto a su obra literaria, artística o científica, han 
cobrado una enorme importancia en una forma 
simultánea al avance de la tecnología. Cada 
adelanto tecnológico en materia de 
comunicaciones entraña, muchas veces, nuevas 
posibilidades para lesionar los derechos de la 
personalidad, sobre todo, al facilitarse el tráfico de 
datos personales, lo que incide negativamente en el 
derecho a la intimidad, a la privacidad, al honor, a la 
autodeterminación informativa, a la identidad personal y, por supuesto, al 
derecho a ser diferentes.   

La protección o tutela de los derechos al honor, intimidad personal o familiar y a 
la propia imagen, han sido reconocidos por la legislación hondureña desde la 
suscripción y ratificación de los instrumentos internacionales tales como la 
Declaración Universal de Derechos Humanos,  la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Sin 
embargo el reconocimiento del derecho a la protección de datos, como un 
derecho autónomo, se inició hasta el año 2003 con la aprobación del Decreto 
243-2003, publicado en el Diario Oficial La Gaceta, de fecha 17 de febrero del 
2005, en el que se aprueba, en primera instancia, la reforma al artículo 182 de la 
Constitución de la República, reconociendo la garantía de Hábeas Data, el cual, 
desafortunadamente, no fue ratificado. En el año 2004 con la Ley sobre Justicia 
Constitucional y en el 2006 con la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, se incluyen normas que reconocen la garantía de Hábeas Data,  las que 
quedaron en suspenso hasta la aprobación de la correspondiente reforma 
Constitucional. Dicha reforma constitucional se produjo, finalmente, en el año 
2013, quedando vigentes a partir del referido año todas las disposiciones legales 
relacionadas con el Hábeas Data. 

A pesar de que la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
reconoce en su artículo 25 que los Datos Personales serán protegidos siempre y de 

GUSTAVO ALDOLFO MANZANARES VAQUERO 
Comisionado Secretario!
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que ya contamos con una garantía constitucional que nos permite ejercer una 
protección más efectiva sobre nuestros Datos, no es menos cierto que es 
necesario contar con una norma legal que reconozca en forma expresa los 
Derechos de los titulares de los datos personales como lo son, el de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición, así como al recurso ante una autoridad 
independiente y especializada dotada de facultades sancionatorias. 

Es por ello que como Pleno de Comisionados del INSTITUTO DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA, presentamos el Anteproyecto de LEY DE PROTECCIÓN DE 
DATOS PERSONALES, a través del cual buscamos entregarle a cada hondureña y 
hondureño, la posibilidad de acceder a su información personal en posesión de 
cualesquiera terceros, ejerciendo un poder de control sobre las instituciones, 
públicas o privadas, que disponen de sus datos personales.  

Asimismo, el Pleno de Comisionados del INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA, expresa que todos los grandes cambios y las grandes empresas 
comienzan con la voluntad de una sola persona por lo que en el presente caso, 
efectúa un especial reconocimiento a la Comisionada Presidenta, Doris Imelda 
Madrid Zerón, quien impulsó desde un inicio esta iniciativa para devolverle a cada 
persona, el control sobre sus propios datos, esfuerzo que se concreta con la 
entrega al Soberano Congreso Nacional de una propuesta de Ley moderna, 
actualizada y armonizada con la normativa internacional. 

Finalmente, manifestamos que, en resumen, el presente Anteproyecto de LEY DE 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES tiene como único propósito que cada 
hondureña y hondureño tenga el derecho a decidir cuándo, cómo y quién va a 
tratar su información personal. 

 

 

 

 

GUSTAVO ALDOLFO MANZANARES VAQUERO 
Comisionado Secretario 
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NOTA INTRODUCTORIA 

 
Este anteproyecto es el resultado de la revisión de los estándares internacionales 
en materia de protección de datos personales, específicamente los trabajos que 
viene realizando la Organización de las Naciones Unidas, a través de la 
Resolución 45/95 Principios Rectores para la Reglamentación de las Bases  
Computarizados de Datos Personales; el derecho comunitario europeo, mediante 
la Directiva 95/46/CE relativa a la protección de las personas naturales en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos; 
y, la labor del foro regional para el intercambio de experiencias que realiza la Red 
Iberoamericana de Protección de Datos, reflejada en la Propuesta Conjunta para la 
Redacción de Estándares Internacionales para la Protección de la Privacidad y de 
los Datos de Carácter Personal. 

 
Complementado la doctrina jurídica y la revisión de los estándares internacionales, 
toma en cuenta el análisis comparativo de cinco legislaciones referenciales que 
han de contribuir a sentar las bases para una ley de protección de datos 
personales en Honduras: 

 
1.  Ley General de Protección de Datos Personales de Colombia. 
2. Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos 
Personales de Costa Rica. 
3.  Ley Orgánica de Protección de Datos de España. 
4. Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los 
Particulares de México. 
5. Ley de Protección de Datos Personales y Acción de Habeas Data de 
Uruguay. 
6. Proyecto de Reglamento Comunitario de Protección de Datos de carácter 
personal de la Unión Europea. 

 
Este Anteproyecto de Ley de Protección de Datos Personales de Honduras es un 
primer esfuerzo de proponer una legislación que mejor se pueda adaptar al 
contexto institucional, jurídico, social y económico de Honduras. A continuación se 
presenta una breve explicación de su estructura y contenido. 

 
I. El Título I “Disposiciones Generales”, establece el objeto de la Ley, el cual 

consiste en la protección de los datos personales con la finalidad de 
regular su tratamiento legítimo, controlado e informado, a efecto de 
garantizar la privacidad y el derecho a la autodeterminación informativa 
de las personas. También detalla el ámbito de aplicación de la Ley, 
haciendo la salvedad que no será aplicable a las bases de datos de 
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personas naturales destinadas a actividades personales o domésticas; las 
que tienen por objeto la seguridad pública, la defensa, la seguridad del 
Estado y sus actividades en materia penal, investigación y represión del 
delito. Finalmente, el Título I, define una serie de términos jurídicos y 
técnicos en materia de protección de datos. 
 

II. El Título II “Principios y Derechos Básicos para la Protección de Datos 
Personales”, presenta la base de la interpretación y aplicación de la 
normativa de protección de datos. 

 
Ha de ser la brújula que guía el actuar de los titulares y responsables, 
garantiza la efectiva aplicación del derecho a los titulares y orientan las 
decisiones del órgano de control como las instancias judiciales. La 
recopilación de los principios parte de la Resolución 45/95 de la ONU, los 
establecidos en las legislaciones española, mexicana, uruguaya y 
costarricense, contextualizado a terminología legal hondureña. 
 

III. El Título III “Derechos de Protección de Datos”, dividió en dos capítulos, 
en el primer capítulo se establecen las disposiciones generales e 
incluyendo en el mismo el tratamiento de datos de carácter personal de 
menores de edad. En el segundo capítulo se desarrollan los derechos 
ARCO, definiendo los conceptos de acceso, rectificación, cancelación y 
oposición. 
 

IV. El Título IV “Procedimientos para hacer efectivos los Derechos de 
Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición”, describe los 
procedimientos para ejercer los derechos de acceso, rectificación, 
cancelación y oposición ante el responsable del tratamiento. Para la 
recolección de datos, la persona titular o su representante, debe 
manifestar su consentimiento por escrito; ya sea en un documento físico o 
electrónico, o en cualquier otra forma legalmente prevista, el cual podrá 
ser revocado de la misma forma, sin efecto retroactivo. Se incluye el 
formato y la información que debe contener la solicitud que presenta el 
titular de los datos personales, los plazos que ha de resolver el 
responsable del tratamiento y atiende posibles casos especiales que se 
pueden dar en la práctica o situaciones imprevistas. 

 

V. El Título V “Los Tratamientos y Obligaciones de los responsables” 
enumera la responsabilidad y los principales deberes que tiene el 
responsable del tratamiento y el encargado del tratamiento. Es importante 
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aclarar que ambos sujetos son considerados obligados pero no solidarios. 
El responsable del tratamiento por ser el que obtiene el consentimiento 
del titular, es a quien recae el grueso de las obligaciones y sanciones por 
incumplimiento. Por otro lado, el responsable del tratamiento debe 
asegurar que los datos que brinde al encargado son correctos y 
cerciorarse del manejo adecuado de estos por parte de éste. 

 

VI. El Título VI “Seguridad de datos”, establece los lineamientos para el 
responsable del tratamiento y el Instituto de Acceso a la Información 
Pública (IAIP) en materia de seguridad. El responsable de la base de 
datos tiene la obligación de adoptar las medidas de índole técnica y de 
organización necesarias para garantizar la seguridad de la información, 
evitando su alteración, destrucción o acceso no autorizado. 
Consecuentemente, quienes intervengan en cualquier fase del 
tratamiento de datos personales están obligados al secreto profesional o 
funcional, aún después de finalizada su relación con la base de datos. El 
IAIP, como órgano regulador establecerá los requisitos y las condiciones 
que deban reunir las bases de datos, y de las personas que intervengan 
en la recolección, almacenamiento y uso de los datos. 

 

VII. El Título VII “Categoría Especiales de Datos”, regula el tratamiento de los 
datos sensibles qué utilizados de manera discrecional o abusiva pueden 
infringir la privacidad e imagen de la persona, causando daños 
patrimoniales, y/o discriminación. Asimismo, se regulan los datos que 
manejan los operadores de telecomunicaciones, y aquellos que se utilizan 
para fines publicitarios y la actividad financiera, crediticia y comercial; en 
este caso, a pesar que la CNBS tiene su propia normativa, se recalca que 
los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición se aplican 
también a normas especiales. Estableciendo también en esta categoría 
las bases de datos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, y 
desarrollando lo relativo a la video vigilancia. 

 

VIII. El Título VIII  “Cesión de Datos y Prestación de Servicios” aclara que el 
responsable del tratamiento de la base de datos, pública o privada, solo 
podrá comunicar los datos contenidos en ellas cuando el titular haya dado 
su consentimiento expreso e inequívoco, y se haga sin vulnerar los 
principios y derechos reconocidos en esta Ley y su Reglamento. 
Asimismo, presenta una serie de supuestos considerados como 
excepciones al consentimiento requerido para ceder datos personales. 
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IX. El Título IX “Transferencia Internacional de Datos”, se establece en un 
Capítulo Único en cual se establece la transferencia de datos personales, 
la cual se realiza con países u organismos internacionales que 
proporcionan niveles de tratamiento y protección adecuados. Siendo el 
IAIP, el órgano que evalúa el tratamiento y la protección es dichas 
transferencias. 

 

X. El Título X “Disposiciones sectoriales”. Este Título se divide en dos 
capítulos y establece cuales son los requisitos para la creación de bases 
de datos del Sector Público y del Sector Privado, además de otras 
cuestiones relativas a la aplicaciones de Ley en algunas bases de datos 
concretas, como las de la agencia tributaria. 

 

XI. El Título XI “De los Mecanismos de Vigilancia y Sanción”, detalla los roles 
que tiene el IAIP en materia de protección de datos personales, ahora 
considerado no solo como el Instituto de Acceso a la Información Pública, 
sino también de Protección de Datos Personales –siguiendo la línea de 
su referente normativo mexicano, el IFAI. También se detalla el 
procedimiento que el titular del dato personal debe evacuar ante el IAIP, 
una vez el responsable del tratamiento no haya respetado sus derechos o 
vulnerado lo dispuesto en esta Ley o en las normas que la desarrollen. 
También se hace una tipificación de las faltas, desde las leves a las muy 
graves, brindando una descripción sobre lo que consiste cada una. 

 

XII. El Título XII “Cánones”, propone que para la inscripción de base de datos 
en el IAIP y para cuantos otros actos así se disponga legal o 
reglamentariamente llevará consigo el pago de cánones en la búsqueda  
de sostenibilidad financiera e inversión continua en tecnología. 

 
El Anteproyecto, concluye especificando una serie de acciones transitorias para 
preparar el camino hacia la implementación de la Ley de Protección de Datos 
Personales, tal como la elaboración del Reglamento de la Ley y la conformación e 
integración de la Gerencia de Protección de Datos (PRODATOS) en el IAIP, y el 
plazo de adecuación para los responsables de bases de datos públicas y privadas. 
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CONTENIDO 
 
CONSIDERANDO: Que la intimidad como derecho fundamental es reconocido en 
los instrumentos internacionales relativos a los Derechos Humanos ratificados por 
Honduras, entre estos el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la 
Convención Americana de Derechos Humanos, al disponer que toda persona tiene 
derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad, que nadie 
puede ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, la de su 
familia, ni de ataques a su honra o reputación, y que toda persona tiene derecho a 
la protección de la ley contra esas injerencias o ataques. 
 
CONSIDERANDO: Que la Constitución de la República establece que la persona 
humana es el fin supremo de la sociedad y del Estado. Todos tienen la obligación 
de respetarla y protegerla. 

 
CONSIDERANDO: Que la Constitución de la República garantiza el derecho al 
honor, a la intimidad personal, familiar y a la propia imagen. 

 
CONSIDERANDO: Que ante los avances sociales, económicos y tecnológicos 
globalizadores es imperante que el Estado de Honduras establezca unos niveles 
de protección adecuados de datos personales registrados en bases de datos para 
garantizar el derecho al honor, a la intimidad personal, familiar y a la propia 
imagen. 

 
CONSIDERANDO: Que el Instituto de Acceso a la Información Pública, es el 
órgano responsable de la  protección de  datos  personales  y  de establecer  los 
lineamientos  y  políticas generales  para  el manejo, mantenimiento, seguridad y 
protección de los datos personales, que estén en posesión de las dependencias y 
entidades. 
 

LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 

TÍTULO I  
DISPOSICIONES GENERALES  

CAPÍTULO ÚNICO 
 

Artículo 1.- Objeto y Fin. La presente Ley es de orden público y de observancia 
general en toda la República y tiene por objeto la protección de los datos 
personales con la finalidad de regular su tratamiento legítimo, controlado e 
informado, a efecto de garantizar la protección de datos personales. 
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Artículo 2.- Ámbito de Aplicación. Esta Ley será de aplicación a los datos 
personales registrados en bases de datos automatizadas o manuales, de 
organizaciones del sector público como del sector privado, y a toda modalidad de 
uso posterior de estos datos. El IAIP aplicará la presente Ley cuando: 

 
a) El tratamiento sea efectuado en el marco de las actividades de un 

establecimiento del responsable del tratamiento en el territorio de la República 
de Honduras.  

 
b)  El responsable del tratamiento no esté establecido en el territorio de la 

República de Honduras, sino en un lugar en que se aplica su legislación 
nacional en virtud del Derecho internacional público. 

 
c) El responsable del tratamiento no esté establecido en el territorio de la 

República de Honduras y recurra, para el tratamiento de datos personales, a 
medios, automatizados o no, situados en el citado territorio de la República de 
Honduras, salvo en caso de que dichos medios se utilicen solamente con 
fines de tránsito por dicho  territorio. 

 
En el caso de los literales b) y c) antes mencionados, el responsable del tratamiento 
deberá designar un representante establecido en el territorio de la República de 
Honduras, sin perjuicio de las acciones que pudieran promoverse contra el propio 
responsable del tratamiento. 
 
El régimen de protección de datos personales que se establece en la presente Ley, 
no será de aplicación a: 

a) Las bases de datos mantenidas por personas naturales en el ejercicio de 
actividades exclusivamente personales o domésticas. 

b) Las bases de datos que tengan por objeto la seguridad pública, la defensa, 
la seguridad del Estado y sus actividades en materia penal, investigación y 
represión del delito. 

c) Las bases de datos creadas y reguladas por leyes especiales. 
 
Artículo 3.- Definiciones. Para efectos de esta ley se entiende por: 
 
1. Aviso de privacidad: Documento físico, electrónico o en cualquier otro formato 

generado por el responsable del tratamiento que es puesto a disposición del 
titular, previo al tratamiento de sus datos personales. 

2. Base de datos: Conjunto organizado de datos personales que sea objeto de 
tratamiento o procesamiento, automatizado o manual, cualquiera que sea la 
modalidad de su elaboración, organización o acceso.  
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3. Dato Anonimizado: Es aquel dato no asociado a persona identificada o 
identificable, por  haberse destruido el nexo con toda la información que 
identifica al sujeto. 

4. Cesión de datos: Toda revelación de datos realizada a personas distintas del 
interesado. 

5. Computación en la nube (Cloud Computing): Conjunto de servicios basados 
en la web en los que los usuarios disponen de una gran variedad de 
capacidades funcionales por las que pagan solo en la medida que las usan, que 
se basa en la compartición de recursos en la red en lugar de utilizar servidores 
locales o propietarios de cada organización. 

6. Consentimiento: Toda manifestación de voluntad, libre, inequívoca, específica 
e informada, mediante la cual el titular consienta el tratamiento de datos 
personales que le concierne. 

7. Cookies: Archivo de texto que los navegadores almacenan en los ordenadores 
de los usuarios y que, posteriormente, pueden ser actualizados y recuperados 
por la entidad responsable de su instalación con diversas finalidades.  

8. Datos personales: Cualquier información numérica, acústica, alfabética, 
biométrica, gráfica, fotográfica,  de imagen,  o de cualquier otro tipo concerniente 
a una persona natural identificada o identificable. 

9. Datos sensibles: Aquellos que se refieran a las características físicas o morales 
de las personas o a hechos o circunstancias de su vida privada, tales como: Los 
hábitos personales, el origen racial, las ideologías y opiniones políticas, las 
creencias o convicciones religiosas, los estados de salud, físicos o psíquicos y 
preferencias sexuales, así como cualquier otra información considerada como tal 
por ley; y, cualquier otro dato respecto de la   libertad individual  protegido por la 
Constitución de la República o en Convenios Internacionales suscritos por 
Honduras. 

10. Datos electrónicos: Información almacenada en forma de bites que solo puede 
ser de acceso a través de un dispositivo electrónico. 

11. Delegado de protección de datos: Aquella persona independiente que con una 
función claramente preventiva y proactiva, supervisa, coordina y transmite la 
política de protección de datos al responsable del tratamiento, al afectado y a la 
autoridad de control. 

12. Derecho al olvido: Derecho que tiene el titular de un dato personal a borrar, 
bloquear o suprimir información personal que se considera obsoleta por el 
transcurso del tiempo o que de alguna manera afecta el libre desarrollo de 
alguno de sus derechos fundamentales. 

13. Derechos ARCO: Los derechos de acceso, rectificación, cancelación u 
oposición de datos personales.   

14. Derecho fundamental a la protección de datos: Es el derecho que toda 
persona tiene a controlar sus datos personales que se encuentran registrados 
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en bases de datos de entidades públicas o privadas, personas naturales o 
jurídicas. 

15. Encargado del tratamiento: Persona natural o jurídica, pública o privada, que 
por sí misma o en conjunto con otros, realice el tratamiento de datos personales 
por cuenta del responsable del tratamiento. 

16. Evaluación de Impacto en la Protección de Datos Personales (EIPD): Es un 
análisis de los riesgos que un producto o servicio puede entrañar para la 
protección de datos de los afectados y, como consecuencia de ese análisis, la 
gestión de dichos riesgos mediante la adopción de las medidas necesarias para 
eliminarlos o mitigarlos. 

17. Exportador de datos personales: La persona natural o jurídica, pública o 
privada u órgano administrativo situado en la República de Honduras que 
realice, conforme a lo dispuesto en la presente ley, una transferencia de datos 
de carácter personal a un país tercero. 

18. Fuentes accesibles al público: Base de datos cuyo acceso o consulta puede 
ser efectuado legítimamente por cualquier persona, sin más exigencias que, en 
su caso, el pago de una contraprestación. No se considerara tal cuando la 
información sea o tenga una procedencia ilícita. Estas fuentes incluyen el 
internet y las publicaciones en medios públicos y privados de comunicación.  

19. Grupo de empresas:  Un grupo que comprenda una empresa que ejerce el 
control y las empresas controladas; 

20. IAIP: Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 
Personales al que hace referencia la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 

21. Importador de datos personales: La persona natural o jurídica, pública o 
privada, u órgano administrativo receptor de los datos en caso de transferencia 
internacional de los mismos desde un tercer país, ya sea responsable o 
encargado del tratamiento o tercero. 

22. Internet de las cosas: Red de dispositivos interconectados a través de internet 
que se comunican entre ellos y que pueden realizar acciones en función del 
entorno y las informaciones que reciben. 

23. Lugar de establecimiento: Es el «establecimiento principal». En lo que se 
refiere a los fines, condiciones y medios del tratamiento de datos personales en 
el responsable del tratamiento: 

I) Es el lugar de su establecimiento en el ámbito territorial de Honduras 
en el que  se adopten las decisiones principales; 

II) En otro caso, es el lugar en donde se ejecutan las principales 
actividades del tratamiento en el contexto de las actividades de un 
establecimiento del responsable del tratamiento en Honduras.  

Por lo que respecta al encargado del tratamiento, se entiende el lugar de su 
administración central en Honduras. 
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24. Normas corporativas vinculantes: Las políticas de protección de datos 
personales asumidas por un responsable o encargado del tratamiento 
establecido en el territorio de Honduras para las transferencias o un conjunto de 
transferencias de datos personales a un responsable o encargado del 
tratamiento en uno o más países terceros, dentro de un grupo de empresas; 

25. Responsable del tratamiento: Persona natural o jurídica, pública o privada, 
que por sí misma o en conjunto con otros, decida sobre la base de datos y/o el 
tratamiento de los datos. 

26. Titular: Persona natural cuyos datos personales sean objeto de recolección y 
tratamiento. 

27. Transferencia internacional de datos: Tratamiento de datos que supone una 
transmisión de los mismos fuera del territorio del Estado, bien constituya una 
comunicación o cesión de datos, bien tenga por objeto la realización de un 
tratamiento de datos por cuenta del responsable del tratamiento establecido en 
territorio de la República de Honduras. 

28. Tratamiento de datos personales: Cualquier operación o conjunto de 
operaciones, efectuadas mediante procedimientos automatizados o manuales y 
aplicadas a datos personales, tales como la recolección, el registro, el 
almacenamiento, la modificación, la extracción,  la  consulta,  la  utilización,  la  
comunicación, la transferencia,  difusión  o cualquier otra forma que facilite el 
acceso a estos, el cotejo o la interconexión, así como su bloqueo, supresión o 
destrucción. 

29. Tratamientos masivos de datos (Big Data): Tratamientos de grandes 
cantidades de datos que tienen por finalidad analizar los mismos, para 
establecer correlaciones entre ellos con las más diversas finalidades. 

30. Versión pública: Un documento en el que se testa o elimina la información 
clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso a la parte 
pública de dicho documento. 

31. Violación de datos personales: Toda violación de la seguridad que ocasione la 
destrucción accidental o ilícita, la pérdida, alteración, comunicación no 
autorizada o el acceso a datos personales transmitidos, conservados o tratados 
de otra forma. 

 
TÍTULO II 

 
PRINCIPIOS Y DERECHOS BÁSICOS PARA LA PROTECCIÓN DE 

DATOS PERSONALES 
 

CAPÍTULO I  
PRINCIPIOS RECTORES 

 
Artículo 4.-Principios para la protección de datos personales. La actuación de 
los responsables de los tratamientos, tanto públicos como privados, y, en general, 
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de todos quienes actúan en relación a datos personales de terceros, deberá 
ajustarse a  los  siguientes principios generales, los cuales se han de aplicar, de 
manera armónica e integral: 

a. Principio de lealtad y legalidad: Los datos personales no se recolectaran ni 
elaborarán con procedimientos desleales o ilícitos, ni se utilizarán con fines 
contrarios a los propósitos establecidos por esta Ley y demás normativa 
aplicable. 

b. Principio de exactitud: Los datos personales que se recolecten deberán ser 
exactos, adecuados, necesarios y no excesivos en relación con la finalidad 
para la cual se hubieran obtenido. 
El responsable del tratamiento tendrá la obligación de verificar la exactitud y 
pertinencia de los datos registrados y tomará las medidas necesarias en 
cuanto tenga conocimiento o constate el error, con respecto a los fines para 
los que fueron recolectados o para los que fueron tratados posteriormente, 
sean cancelados o rectificados. 

c. Principio de finalidad de propósito: El tratamiento de datos personales 
deberá limitarse al cumplimiento de las finalidades determinadas, explícitas y 
legítimas del titular de los mismos. De igual forma el responsable o el 
encargado del tratamiento, deberá limitarse al cumplimiento de las 
finalidades previstas en la presente Ley. 
Si el responsable del tratamiento pretende tratar los datos para un fin distinto 
que no resulte compatible a los fines para los cuales fueron recolectados, 
requerirá obtener nuevamente el consentimiento del titular. 
No se considerará incompatible el tratamiento posterior de éstos con fines 
históricos, estadísticos o científicos. 

d. Principio de acceso a información: Los datos personales deberán ser 
almacenados de modo que permitan al titular de los mismos su acceso o 
conocimiento. En el tratamiento debe garantizarse el derecho del titular a 
obtener del responsable del tratamiento, en cualquier momento de acuerdo 
con lo previsto en esta Ley, información acerca de la existencia de datos que 
le conciernan. 

e. Principio de consentimiento: El tratamiento sólo puede ejercerse con el 
consentimiento, libre, previo, expreso e informado del titular. La acreditación 
de que dicho consentimiento ha sido prestado por el titular de los datos, 
corresponderá al responsable del tratamiento. Los datos personales no 
podrán ser obtenidos o comunicados sin previa autorización, o en ausencia 
de mandato legal, resolución administrativa o judicial, que sustituya el 
consentimiento. 
El consentimiento prestado podrá no ser considerado como tal, cuando 
exista un desequilibrio evidente entre la posición del interesado y el 
responsable del tratamiento. 
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f. Principio de no discriminación: No deberán registrarse datos sensibles 
que puedan originar discriminación, en particular información que revelen el 
origen racial o étnico, la orientación política, las convicciones religiosas o 
filosóficas,  así como los relativos a la salud y a la vida sexual. Los datos 
biométricos no podrán ser utilizados como elementos de discriminación o 
arbitrariedad. 

g. Principio de seguridad: La información sujeta a tratamiento por el 
responsable o encargado del tratamiento, se deberá manejar con las 
medidas de seguridad, técnicas y organizativas, que sean necesarias para 
otorgar seguridad a las bases de datos evitando su adulteración, pérdida, 
consulta, uso o acceso no autorizado o fraudulento. 

h. Principio de responsabilidad: El responsable o encargado del tratamiento 
deberá cumplir con los principios y obligaciones de la presente Ley y dotarse 
de aquellos mecanismos necesarios para evidenciar dicho cumplimiento, 
tanto ante los interesados como ante el IAIP en el ejercicio de sus 
competencias y facultades. 

i. Principio de proporcionalidad: El responsable del tratamiento solo deberá 
recolectar los datos personales que resulten adecuados, relevantes y 
estrictamente necesarios para la finalidad que justifica su tratamiento. 

j. Principio de confidencialidad: Es el deber que tiene el responsable o el 
encargado del tratamiento de no mostrar, compartir, revelar o transmitir la 
base de datos a personas naturales o jurídicas que carezcan de la previa 
autorización por parte del titular. 
 

 
Artículo 5.- Excepciones a los principios y derechos para la protección de 
datos personales. Los principios, los derechos y las garantías aquí establecidas 
podrán ser limitados de manera justa, razonable de acuerdo con el principio de 
proporcionalidad, cuando se persigan los siguientes fines: 

a. La seguridad del Estado. 
b. La eficaz actividad ordinaria de la Administración Pública, así como la 

adecuada prestación de servicios públicos. 
c. La prevención, persecución, investigación, detención y represión de las 

infracciones penales, o de las infracciones de la deontología en las 
profesiones. 

d. Las partes de un precontrato o contrato privado, social o administrativo y que 
sean necesarios para su nacimiento, desarrollo y cumplimiento. 

e. La preparación y  desarrollo de los procesos electorales.  
f. Los procedimientos judiciales de toda índole.  
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CAPÍTULO II 
DERECHOS DEL TITULAR DE LOS DATOS 

 
Artículo 6.- Derechos frente a la recolección de datos. El titular tiene el derecho 
a ser informado, a través del aviso de privacidad, en el momento en el que se le 
soliciten sus datos de carácter personal a conocer de manera expresa, previa,  
inequívoca y de forma que le sea comprensible,  los fines para los cuales se 
recolecta dicha información. 

 
Artículo 7.- Contenido del aviso de privacidad. El aviso de privacidad deberá 
contener, al menos, la siguiente información: 

a. La identidad y domicilio del responsable del tratamiento de los datos; 
b. Las finalidades del tratamiento de datos; 
c. La posibilidad de que los datos recolectados sean cedidos o comunicados a 

un tercero y la identidad y domicilio de dicho cesionario; 
d. Las consecuencias de proporcionar los datos y de la negativa a hacerlo o su 

inexactitud; 
e. La manera para ejercer los derechos de acceso, rectificación, cancelación  u 

oposición, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley. 
 
Artículo 8.- Mecanismos de comunicación. El aviso de privacidad debe ponerse 
a disposición del titular de los datos a través de formatos impresos, digitales, 
visuales, sonoros o cualquier otra tecnología, de la siguiente manera: 
a. Cuando los datos personales hayan sido obtenidos personalmente del titular, el 

aviso de privacidad deberá ser facilitado en el momento en que se recolecte el 
dato de forma clara y fehaciente, a través de los formatos establecidos, salvo 
que se hubiera facilitado el aviso con anterioridad. Cuando se obtengan por 
cualquier medio electrónico, óptico, sonoro, visual, o a través de cualquier otra 
tecnología, el responsable del tratamiento deberá proporcionar al titular de 
manera inmediata, la información a que se refiere el artículo anterior. 

b. Cuando los datos personales no hayan sido recolectados del titular, el 
responsable del tratamiento, deberá dar a conocer al titular el aviso de 
privacidad, dentro de los treinta (30) días calendario, siguientes al momento del 
registro de los datos; el titular podrá oponerse al tratamiento en el plazo de diez 
(10) días calendario siempre que así se lo comunique al responsable del 
tratamiento. 

 
Cuando resulte imposible dar a conocer el aviso de privacidad al titular o exija 
esfuerzos desproporcionados, en consideración al número de titulares, la 
antigüedad de los datos o cualquier circunstancia análoga, previa autorización del 
IAIP, el responsable podrá instrumentar medidas compensatorias en términos del 
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Reglamento de esta Ley. 
 
Artículo 9.- Excepción al consentimiento previo del titular. No será necesario 
el consentimiento previo e informado cuando: 

a. Los datos provengan de fuentes públicas de información, tales como internet 
o publicaciones en medios públicos y privados de comunicación; 

b. Se recolecten para el ejercicio de funciones propias de los poderes del 
Estado o en virtud de una obligación legal; 

c. El Registro Nacional de las Personas recolecte, trate, verifique y disponga 
de los datos a los que se hace referencia en el artículo 109 de Ley de 
Registro Nacional de las Personas. 

d. La Ley Electoral y de las Organizaciones Políticas se refiera a la recolección, 
tratamiento y cesión de datos, concernientes a la organización y desarrollo 
de los procesos electorales.  

e. Deriven de una relación contractual, del titular de los datos, y sean 
necesarios para su nacimiento, desarrollo y ejecución; 

f. Se realice por personas naturales para su uso exclusivo, personal o 
doméstico; 

g. El tratamiento responda o sea consecuencia de un interés legítimo del 
responsable del tratamiento. 

 
TÌTULO III 

DERECHOS DE PROTECCION DE DATOS 
 

CAPÌTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Artículo 10.-Consideraciones generales. Los ciudadanos tienen derecho a no 
verse sometidos a una decisión con efectos jurídicos, sobre ellos o que les afecte 
de manera significativa, que se base únicamente en un tratamiento de datos 
destinados a evaluar determinados aspectos de su personalidad. 

 
El afectado podrá impugnar los actos administrativos o decisiones privadas que 
impliquen una valoración de su comportamiento, cuyo único fundamento sea un 
tratamiento de datos de carácter personal que ofrezca una definición de sus 
características o personalidad. En este caso, el afectado tendrá derecho a obtener 
información del responsable de la base de datos sobre los criterios de valoración y 
el tratamiento que sirvió para adoptar la decisión en que consistió el acto. 
 
La valoración sobre el comportamiento de los ciudadanos, basada en un 
tratamiento de datos, únicamente podrá tener valor probatorio a petición del 
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afectado. 
 

Artículo 11.- El tratamiento de datos de carácter personal de menores de 
edad. Podrá procederse al tratamiento de los datos de los mayores de dieciséis 
(16) años con su consentimiento, salvo en aquellos casos en los que la Ley exija 
para su prestación la asistencia de los titulares de la patria potestad o tutela. En el 
caso de los menores de dieciséis (16) años se requerirá el consentimiento de los 
padres o tutores.  
 
En ningún caso podrán recabarse del menor, datos que permitan obtener 
información sobre los demás miembros del grupo familiar, o sobre las 
características del mismo, como los datos relativos a la actividad profesional de los 
progenitores, información económica, datos sociológicos o cualesquiera otros, sin 
el consentimiento de los titulares de tales datos. No obstante, podrán recabarse los 
datos de identidad y dirección del padre, madre o tutor con la única finalidad de 
recabar la autorización prevista en el apartado anterior. 
 
Cuando el tratamiento se refiera a datos de menores de edad, la información 
dirigida a los mismos deberá expresarse en un lenguaje que sea fácilmente 
comprensible por aquéllos, con expresa indicación de lo dispuesto en este artículo.  
 
Corresponderá al responsable de la base de datos, articular los procedimientos 
que garanticen que se ha comprobado de modo efectivo la edad del menor y la 
autenticidad del consentimiento prestado en su caso, por los padres, tutores o 
representantes legales.  

 
CAPITULO II 

DERECHOS ARCO 
 

Artículo 12.-Derecho de acceso. El titular tiene derecho a solicitar y ser informado 
sobre sus datos personales que estén en posesión del responsable o encargado del 
tratamiento, el origen de dichos datos, el tratamiento del cual sean objeto, las 
cesiones realizadas o que se pretendan realizar, así como a tener acceso al aviso de 
privacidad al que está sujeto el tratamiento, en los términos previstos en la ley. El 
ejercicio de este derecho siempre será gratuito. 
 
El responsable del tratamiento, debe responder al ejercicio del derecho de acceso, 
incluso en los casos en los que no haya tratado datos de carácter personal del 
interesado en su base de datos. 
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Artículo 13.-Derecho de rectificación. El titular tendrá derecho a solicitar la 
rectificación de sus datos personales cuando sean inexactos, incompletos, 
inadecuados o excesivos, siempre que sea posible y no exija esfuerzos 
desproporcionados. 
 
El responsable del tratamiento tiene la obligación de poner en conocimiento a 
quienes haya cedido o comunicado los datos de la rectificación realizada para que 
también proceda a hacer la respectiva rectificación. 
 
Artículo 14.- Derecho de cancelación. La cancelación de datos personales 
procede a solicitud del titular cuando se presente alguno de los siguientes 
supuestos: 
a. Se dé un tratamiento a los datos personales en contravención a lo dispuesto 

por la presente Ley; 
b. Los datos personales hayan dejado de ser necesarios para el cumplimiento 

de la finalidad o finalidades de la base de datos previstas en el aviso de 
privacidad. 
 

Sin perjuicio de lo que disponga la normativa aplicable al caso concreto, el 
responsable procederá a la cancelación de datos, previo bloqueo de los mismos. 

 
Cuando los datos personales hubiesen sido comunicados a la fecha de cancelación 
deberán comunicárseles el ejercicio del derecho, quienes deberán realizar también 
la rectificación correspondiente. 
 
El “derecho al olvido” y las condiciones de ejercicio del borrado, bloqueo o supresión 
de datos correspondientes a cualquier titular o afectado que se consideren obsoletos 
por el transcurso del tiempo, o que de alguna manera afecten al libre desarrollo de 
alguno de sus derechos fundamentales, será desarrollado reglamentariamente. 
 
Del mismo modo, las instituciones públicas tendrán la obligación de elaborar 
versiones públicas las resoluciones a los efectos de divulgación pública en bases de 
datos, colecciones legislativas y jurisprudenciales o gacetas.  
 
Artículo15.-Cancelación, conservación y bloqueo de los datos. Los datos 
personales una vez que dejen de ser necesarios para la finalidad o finalidades para 
los que se recolectaron, deberán ser cancelados. 
 
La cancelación dará lugar al bloqueo de los datos, conservándose únicamente a 
disposición de las Administraciones públicas, Jueces y Tribunales, para la atención 
de las posibles responsabilidades que pudieran reclamarse. 
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La conservación de tales datos lo será a elección del responsable del tratamiento, 
por el plazo derivado de las relaciones contractuales entre la persona o entidad 
responsable del tratamiento y el titular de dichos datos, o la extinción de las 
responsabilidades nacidas del tratamiento. 
 
Cumplido el citado plazo deberá procederse a la supresión o borrado de los datos. 
 

Artículo 16.-Derecho de oposición. El titular de los datos tendrá derecho a 
oponerse al tratamiento de sus datos personales en el supuesto en que los datos se 
hubiesen recolectado sin su consentimiento, cuando existan motivos fundados para 
ello y la Ley no disponga lo contrario. La procedencia del derecho de oposición, dará 
lugar a la cancelación de los datos, previo bloqueo de los mismos. 
 
Artículo 17.-Derecho referente a la comunicación de datos. El responsable del 
tratamiento solo podrá ceder o comunicar los datos contenidos en la base de 
datos, cuando el titular haya dado su consentimiento expreso e inequívoco, y se 
haga sin vulnerar los principios y derechos reconocidos en esta Ley y su 
Reglamento. 
 
Artículo 18.-Derecho al ejercicio de acciones derivado de la vulneración de 
esta normativa. El titular de los datos que considere que ha sufrido un daño o 
lesión en sus bienes o derechos como consecuencia del incumplimiento a lo 
dispuesto en la presente Ley por el responsable o el encargado del tratamiento, 
podrá ejercer las acciones que estime pertinentes derivadas de los daños y 
perjuicios sufridos, o en el ejercicio de cualquier otra pretensión que sea 
procedente en derecho. 

 
TÍTULO IV 

 
PROCEDIMIENTOS PARA HACER EFECTIVOS LOS DERECHOSDE ACCESO, 

RECTIFICACIÓN, CANCELACIÓN Y OPOSICIÓN 
 

CAPÍTULO ÚNICO 
 

Artículo 19.- Ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y 
oposición. El titular, o en su caso su representante, podrá ejercer los derechos de 
acceso, rectificación, cancelación u oposición en los términos previstos en la 
presente Ley. El ejercicio de cualquiera de ellos no es requisito previo ni impide el 
ejercicio de cualquier otro derecho. La procedencia de estos derechos, en su caso, 
se hará efectiva una vez que el titular o su representante acrediten su identidad o 
representación, respectivamente. El responsable del tratamiento tiene, en todo caso, 
obligación de dar respuesta al derecho ejercitado. 
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Artículo 20.- Designación de representante. Todo responsable o encargado del 
tratamiento deberá designar con carácter inmediato un representante que se 
responsabilice de dar una respuesta a la mayor brevedad posible a la solicitud del 
titular de los datos o su representante, a consecuencia del ejercicio de los 
derechos a que se refiere la presente Ley. Dicho nombramiento podrá ser 
verificado, en su caso, por el IAIP. 

 
Artículo 21.- Contenido de la solicitud. La solicitud de acceso, rectificación, 
cancelación u oposición se podrá presentar de manera escrita o por medio 
electrónico, conteniendo como mínimo, los siguientes requisitos: 

a. Lugar y fecha en que se presenta la solicitud. 
b. El responsable o encargado del tratamiento a quien se dirija; 
c. El nombre del titular de los datos; 
d. Los documentos que acrediten la identidad o, en su caso, la representación 

del titular; 
e. La descripción clara y precisa de los datos personales respecto de los que se 

pretende ejercer alguno de los derechos antes mencionados; 
f. El medio elegido para comunicarle la respuesta a su solicitud, yasea por 

escrito, por medio electrónico o en la forma prescrita por el responsable o el 
encargo del tratamiento; y  

g. Cualquier otro elemento o documento que facilite la localización de los datos 
personales. 

 
Artículo 22.- Entrega de información sobre datos personales. La información, 
debe ser proporcionada por el responsable o encargado del tratamiento, dentro de 
los diez (10) días hábiles después de haber sido solicitada, entregándose en forma 
clara y sencilla. 

 
Cuando no fuere posible atender la solicitud de acceso, rectificación, cancelación u 
oposición a datos personales dentro de dicho plazo, se informará al titular o a su 
representante bajo cualquier título, expresando los motivos del retraso y señalando 
la fecha en que se atenderá la solicitud, la cual en ningún caso podrá superar los 
diez (10) días hábiles siguientes al vencimiento del primer plazo. 

 
Artículo 23.- Límite temporal al ejercicio del derecho de acceso. La solicitud de 
acceso a datos personales almacenados en una base de datos solamente se 
podrá realizar en intervalos de seis (6) meses calendario, salvo que el titular haga 
constar en su solicitud la existencia de un interés legítimo, y una causa 
debidamente justificada.  
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Artículo 24.- Procedimiento de rectificación, cancelación u oposición.- El 
titular de los datos que considere que sus datos personales almacenados en una 
base de datos deben ser objeto de rectificación, cancelación u oposición,  
presentará una solicitud ante el responsable o encargado del tratamiento, la cual 
será tramitada bajo las siguientes reglas: 
a. La solicitud ha de cumplir con las formalidades establecidas en el artículo 19de 

la presente Ley. En el caso de solicitud de rectificación de datos personales, el 
titular de los mismos deberá indicar, las modificaciones a realizar y aportar la 
documentación en que justifique su petición. 

b. Si la solicitud resulta incompleta, el responsable o encargado del tratamiento 
requerirá al interesado dentro de los tres (3) días siguientes para que proceda a 
la subsanación de la misma. Transcurridos dos (2) meses calendario desde la 
fecha del requerimiento, sin que el interesado presente la información solicitada, 
se entenderá que ha desistido de dicha solicitud. 

c. Una vez subsanada la solicitud, el responsable o encargado del tratamiento 
incluirá en la base de datos una leyenda que diga "solicitud en trámite" y el 
motivo de la misma, en un plazo no superior a tres (3) días hábiles. Dicha 
leyenda deberá mantenerse hasta que la solicitud sea resuelta. 

d. El plazo para atender la solicitud será de diez (10) días hábiles contados a 
partir del día siguiente de recibida la solicitud, o una vez que haya dado 
cumplimiento al requerimiento establecido en el apartado b) del presente 
artículo. Cuando no fuere posible atender la solicitud dentro de dicho término, 
se informará al interesado de los motivos del retraso, y la fecha en que se 
atenderá previsiblemente su solicitud, la cual en ningún caso podrá superar los 
diez (10) días hábiles siguientes al vencimiento del primer plazo. 

e. El responsable o encargado del tratamiento comunicará al titular de los datos la 
determinación adoptada en un plazo máximo de diez (10) días hábiles, contados 
a partir de la fecha en que se recibió la solicitud de rectificación, cancelación u 
oposición, a los efectos de que, si resulta procedente, se haga efectiva la misma 
en el plazo descrito en el inciso anterior. 

 
Cuando los datos personales hubiesen sido comunicados a terceros,  con 
anterioridad a la fecha de rectificación o cancelación, el responsable o encargado 
del tratamiento deberá poner en conocimiento de dicho tercero en el plazo de los 
diez (10) días siguientes, el ejercicio de derechos por parte del titular de los datos, 
para que proceda también a dar cumplimiento a dicho derecho en igual término. 

 
Artículo 25.- Denegación justificada al acceso, rectificación, cancelación u 
oposición. El responsable o encargado del tratamiento podrá denegar el acceso a 
los datos personales, o a realizar la  rectificación, cancelación, o conceder la 
oposición al tratamiento de los mismos, en los siguientes supuestos: 
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a. Cuando el solicitante no sea el titular de los datos personales, o el 
representante no esté debidamente acreditado para ello; 

b. Cuando en su base de datos, no se encuentren los datos personales del 
solicitante; 

c. Cuando se lesionen los derechos de un tercero; 
d. Cuando exista un impedimento legal, o la resolución de una autoridad 

competente, que restrinja el acceso a los datos personales, o no permita la 
rectificación, cancelación u oposición de los mismos, y; 

e. Cuando el ejercicio de los derechos de rectificación, cancelación u oposición 
haya sido ya satisfecho. 

 
En todos los casos anteriores, el responsable o encargado del tratamiento deberá 
informar el motivo de su decisión y comunicarla al titular de los datos, o en su 
caso, a su representante, en un plazo máximo de diez (10) días hábiles siguientes 
a la recepción de la solicitud, por el medio designado por el titular, acompañando, 
en su caso, los documentos o  pruebas que resulten pertinentes. 
 
La negativa a que se refiere este artículo podrá ser parcial, en cuyo caso el 
responsable o encargado del tratamiento dará respuesta al ejercicio de los 
derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición efectuados por el titular. 
 
Artículo 26.- Excepciones a los derechos de acceso, rectificación, 
cancelación u oposición. El responsable o encargado del tratamiento que 
contenga los datos podrá denegar el acceso, la rectificación o cancelación en 
función de los riesgos que pudieran derivarse para la defensa del Estado o la 
seguridad pública, la protección de los derechos y libertades de terceros o las 
necesidades de las investigaciones que se estén realizando.  
 
Los responsables de la base de datos de la Secretaría de Estado en el Despacho 
de Finanzas podrán, igualmente, denegar el ejercicio de los derechos a que se 
refiere el apartado anterior cuando el mismo obstaculice las actuaciones 
administrativas enfocadas a asegurar el cumplimiento de las obligaciones 
tributarias y, en todo caso, cuando el afectado esté siendo objeto de actuaciones 
inspectoras.  
 
El afectado al que se deniegue, total o parcialmente, el ejercicio de los derechos 
mencionados en los apartados anteriores podrá ponerlo en conocimiento del IAIP, 
el que deberá asegurarse de la procedencia o improcedencia de la denegación. 
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TÍTULO V 
 

LOS TRATAMIENTOS Y LAS OBLIGACIONES DE LOS RESPONSABLES 
 

CAPITULO I 
CUESTIONES GENERALES 

 
Artículo 27.- Responsabilidad del responsable del tratamiento. El responsable 
del tratamiento debe garantizar, en todo caso, la protección de los datos del titular de 
los mismos en cada tratamiento que realice. 
 
Consecuentemente con ello, se establece la responsabilidad general del 
responsable por cualquier tratamiento de datos personales realizado por él mismo o 
en su nombre. En particular, el responsable del tratamiento debe garantizar y está 
obligado a demostrar que cada operación de tratamiento cumple lo dispuesto en la 
presente Ley. 
 
Asimismo, el responsable del tratamiento debe garantizar que los datos personales 
no sean accesibles a un número indeterminado de personas. 

 
Artículo 28.-La adopción de medidas preventivas y las evaluaciones de 
impacto. El IAIP, a los efectos de prevenir las violaciones de los datos de carácter 
personal podrá exigir al responsable y al encargado de tratamiento la adopción de 
medidas preventivas que eviten la comisión de infracciones de privacidad. 
 
En este sentido, se podrá exigir la realización de una consulta previa por parte del 
responsable ante dicha autoridad de control en relación con operaciones de 
tratamiento que probablemente impliquen riesgos específicos para los derechos y 
libertades de los titulares de los datos, en razón de la naturaleza, alcance, y/o fines 
del tratamiento. 
 
Dicha consulta previa no será necesaria cuando: 

a. El responsable del tratamiento sea una autoridad u organismo público. 
b. El tratamiento se efectúe en cumplimiento de una obligación legal. 

 
Las medidas preventivas a implantar así como el procedimiento a seguir en la 
realización de estas consultas de carácter previo será objeto del correspondiente 
desarrollo reglamentario. 
 
Cuando el IAIP considere que el tratamiento previsto no es conforme a lo dispuesto 
en la Ley, en particular cuando los riesgos no estén suficientemente identificados o 
atenuados prohibirá el tratamiento pudiendo, en su caso, efectuar propuestas para 
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remediar dicha falta de conformidad. 
 

Artículo 29.- Delegado de Protección de Datos. El responsable del tratamiento 
deberá designar un delegado de protección de datos en los siguientes supuestos: 
 

a) Cuando el tratamiento sea llevado a cabo por una autoridad u organismo 
público. 

b) Cuando el tratamiento sea llevado a cabo por una empresa que emplee a 
doscientas cincuenta personas o más. 

c) Cuando las actividades principales del responsable o del encargado del 
tratamiento consistan en operaciones de tratamiento que, en razón de su 
naturaleza, alcance y/o fines, requieran un seguimiento periódico y 
sistemático de los interesados. 

 
Reglamentariamente se regularán su perfil profesional, funciones, sus relaciones con 
la autoridad de control, y cuantas otras cuestiones afecten o puedan afectar al 
desarrollo de su actividad. 

 
 

CAPÍTULO II 
DEBERES DEL RESPONSABLE Y ENCARGADO DEL TRATAMIENTO 

 
Artículo 30.- Deberes del responsable del tratamiento. El responsable del 
tratamiento deberá cumplir los siguientes deberes, sin perjuicio de las demás 
disposiciones previstas en la presente Ley y en su Reglamento: 

a. Garantizar al titular de los datos, el pleno y efectivo ejercicio del derecho 
fundamental a la protección de sus datos personales; 

b. Informar debidamente al titular de los datos acerca de la finalidad de la 
recolección y los derechos que le asisten, sobre la base del consentimiento 
otorgado; 

c. Cumplir con las obligaciones contenidas en el aviso de privacidad. 
d. Tramitar y dar respuesta a las solicitudes de acceso, rectificación, 

cancelación y oposición en los términos previstos en la presente Ley; 
e. Adoptar las medidas de seguridad técnicas y organizativas necesarias para 

conservar la información e impedir su adulteración, pérdida, consulta, uso o 
acceso no autorizado o fraudulento; 

f. Dar instrucciones claras y precisas al encargado del tratamiento para que 
éste pueda llevar a cabo el tratamiento adecuado; 

g. Adoptar las medidas necesarias para que la información suministrada se 
mantenga actualizada; 

h. Exigir al encargado del tratamiento en todo momento, el respeto a las 
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condiciones de seguridad y privacidad de la información del titular; 
i. Implementar un manual de políticas y procedimientos de seguridad para 

garantizar el adecuado cumplimiento de la presente Ley; 
j. Registrar en la base de datos la leyenda "Solicitud en Trámite" en la forma en 

que se regula en la presente Ley; 
k. Abstenerse de comunicar o ceder información que se encuentre bloqueada 

por el IAIP; 
l. Informar al IAIP, cuando se presenten eventos que deriven en violaciones a 

las políticas y procedimientos de seguridad y existan riesgos en la 
administración de la información de los titulares de los datos,  

m. Cumplir las instrucciones y requerimientos que imparta el IAIP, y 
n. Cumplimentar los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición 

(ARCO) ejercitados ante el encargado del tratamiento, cuando 
contractualmente el responsable haya asumido dicha obligación. 

 
Artículo 31.- Deberes del encargado del tratamiento. El encargado del 
tratamiento deberá cumplir los siguientes deberes, sin perjuicio de las demás 
disposiciones previstas en la presente Ley y su Reglamento: 

a. Garantizar al titular de los datos, en todo tiempo, el pleno y efectivo ejercicio 
del derecho fundamental de protección de datos personales; 

b. Adoptar las medidas de seguridad técnicas y organizativas necesarias para 
conservar la información e impedir su adulteración, pérdida, consulta, uso o 
acceso no autorizado o fraudulento; 

c. Tramitar y dar respuesta a las solicitudes de acceso, rectificación, 
cancelación y oposición en los términos previstos en la presente Ley; 

d. Actualizar la información proporcionada por el responsable del tratamiento 
dentro de los cinco (5) días hábiles contados a partir de la respectiva 
notificación; 

e. Implementar un manual de políticas y procedimientos de seguridad para 
garantizar el adecuado cumplimiento de la presente Ley; 

f. Registrar en la base de datos la leyenda "solicitud en trámite" en la forma en 
que se regula en la presente Ley; 

g. Abstenerse de comunicar o ceder información que se encuentre bloqueada 
por el IAIP; 

h. Informar al IAIP, cuando se presenten eventos que deriven en violaciones a 
las políticas y procedimientos de seguridad y existan riesgos en la 
administración de la información de los Titulares de los datos, y 

i. Cumplir las instrucciones y requerimientos que imparta el IAIP. 
 
Artículo 32.-Obligación de informar a la Gerencia de Protección de Datos 
(PRODATOS) del IAIP. El responsable del tratamiento está obligado a informar 
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inmediatamente a la Gerencia de Protección de Datos (PRODATOS) del IAIP sobre 
cualquier brecha en la seguridad en sus bases de datos y en un plazo máximo de 
seis (6) horas desde que se produjo dicho evento o que se tuvo conocimiento del 
mismo. 
 

 
TÍTULO VI 

SEGURIDAD DE DATOS 
 

CAPÍTULO ÚNICO 
 
Artículo 33.- Seguridad de los datos. El responsable del tratamiento deberá 
adoptar las medidas técnicas y organizativas necesarias para garantizar la 
seguridad de los datos personales y evitar su alteración, destrucción, pérdida, 
tratamiento o acceso no autorizado, así como cualquier otra acción contraria a esta 
Ley. 

 
Dichas medidas deberán incluir, al menos, los mecanismos de seguridad física y 
lógica más adecuados de acuerdo con el desarrollo tecnológico actual, para 
garantizar la protección de la información almacenada. 

 
  Las bases de datos en las que se registren datos de carácter personal deberán      
reunir las condiciones que garanticen plenamente la seguridad y la integridad de los 
mismos. 
 
Por vía de Reglamento se establecerán los requisitos y las condiciones que deban 
reunir las bases de datos, y en las personas que intervengan en la recolección, 
almacenamiento y uso de los datos, así como las medidas de seguridad exigibles a 
las bases de datos en función de la calidad de los datos que sean objeto de 
tratamiento. 

 
Artículo 34.- Deber de confidencialidad. El responsable del tratamiento y 
quienes intervengan en cualquier fase del tratamiento de datos personales están 
obligados a guardar secreto, aun después de finalizada su relación con la base de 
datos.  

 
Artículo 35.- Manual de políticas y procedimientos de seguridad. El 
responsable del tratamiento elaborará un manual de políticas y procedimientos en 
el cual establecerá los pasos que deberá seguir en la recolección, el 
almacenamiento, el manejo de los datos personales y las medidas de seguridad 
técnicas y organizativas, de conformidad con las disposiciones previstas en esta 
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Ley, su Reglamento, y demás normativa aplicable. 
 
El manual de políticas y procedimientos de seguridad, así como sus posteriores 
modificaciones, serán aprobados por el IAIP; el cual podrá verificar, en cualquier 
momento, que la base de datos esté cumpliendo cabalmente con los términos de 
dicho manual. 

 
TÍTULO VII 

CATEGORIAS ESPECIALES DE DATOS  
CAPÍTULO ÚNICO 

 
Artículo 36.- Datos sensibles. Son aquellos que se refieren a la vida privada del 
titular de los datos y que se encuentran definidos en el artículo 3 apartado e) de la 
presente ley. 
 
Artículo 37.- Tratamiento de datos sensibles. Los datos sensibles podrán ser 
objeto de tratamiento cuando: 

a) El titular haya dado su consentimiento expreso a dicho tratamiento, salvo en 
los casos en que por ley no sea requerido el otorgamiento de dicha 
autorización. 

b) El tratamiento sea necesario para salvaguardar el interés vital del titular de los 
datos y éste se encuentre jurídicamente incapacitado, debiendo mediar, en tal 
caso, la autorización de su representante.  

c) El titular de los datos autorice que el tratamiento sea efectuado en el curso 
de las actividades legítimas y con las debidas garantías por parte de partidos 
políticos, sindicatos o asociaciones civiles.  

d) El tratamiento de los datos se realice con finalidades estadísticas o 
científicas cuando se disocien de su titular. Lo anterior se entenderá sin 
perjuicio de lo establecido en la legislación sanitaria. 

e) El tratamiento sea necesario para la prevención o para el diagnóstico 
médico, la prestación de asistencia sanitaria o tratamientos médicos o la 
prestación de servicios de salud, siempre que dicho tratamiento de datos se 
realice por un profesional de la salud.  
 

Artículo 38.- Datos relativos a las telecomunicaciones y comunicaciones 
electrónicas. Los operadores autorizados para prestar a terceros servicios de 
telecomunicaciones deberán garantizar, en el ejercicio de su actividad, la 
protección de los datos conforme a la presente Ley y, en su defecto, a las 
contenidas en el régimen jurídico de las telecomunicaciones. 

 
Asimismo, deberán adoptar las medidas técnicas y los procesos adecuados para 
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preservar la seguridad en la explotación de su red o en la prestación de sus 
servicios, con el fin de garantizar que sus niveles de protección de los datos 
personales sean los exigidos por esta Ley. En caso que exista un riesgo particular 
de violación de la seguridad de la red pública, el operador que explote dicha red o 
preste servicios de telecomunicaciones y comunicaciones electrónicas informará a 
los abonados sobre dicho riesgo, y las medidas a adoptar. 

 
Artículo 39.- Datos relativos a bases de datos con fines de publicidad, 
actividades comerciales o de mercadeo. En la recopilación de la información 
sobre las direcciones, el reparto de documentos, la publicidad, la venta y otras 
actividades de naturaleza análoga, se podrán tratar datos que sean aptos para 
establecer perfiles determinados con fines promocionales, comerciales o 
publicitarios; o realizar estudios de mercado, cuando los datos figuren en fuentes 
accesibles al público, o cuando el titular haya prestado su consentimiento. 

 
Si los datos proceden de fuentes accesibles al público o se trata de evaluaciones 
comerciales llevadas a cabo por el responsable del tratamiento, éste tendrá la 
obligación de informar adecuadamente al titular de los datos conforme a las 
prescripciones establecidas en la presente Ley. 
 
Con relación a lo establecido en el presente artículo, los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición (ARCO) se ejercerán de acuerdo con lo 
previsto en la presente Ley. 

 
Artículo 40.- Datos relativos a la prestación de servicios de información de la 
actividad financiera, crediticia y comercial.  

1. Los prestadores de servicios de información financiera, crediticia y comercial en el 
tratamiento de datos de carácter personal estarán sometidos a lo establecido en esta 
Ley en lo referente a su actividad exclusivamente.  
 
2. Quienes se dediquen a la prestación de servicios de información  financiera, 
crediticia y comercial sólo podrán tratar datos de carácter personal obtenidos de los 
registros y las fuentes accesibles al público establecidos al efecto, o procedentes de 
información facilitada por el interesado o con su consentimiento.  
 
3. Podrán tratarse también datos de carácter personal relativos al cumplimiento o 
incumplimiento de obligaciones pecuniarias facilitados por el acreedor o por quien 
actúe por su cuenta o interés. En estos casos, con carácter previo a la inscripción en 
cualquier Base de Datos de solvencia patrimonial y crédito se procederá a notificar al 
presunto deudor o deudores de la posibilidad de llevar a cabo la inscripción de sus 
datos de carácter personal a consecuencia de su deuda, para que en el plazo de 
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treinta días (30) calendario antes de proceder a dicho registro, el deudor pueda 
cumplir con sus obligaciones. Transcurrido dicho plazo, sin que las mismas se hayan 
satisfecho, se podrá proceder sin más trámites a la indicada inscripción.  
Corresponde la acreditación de la notificación al responsable del tratamiento. 
 
4. Deberá procederse a la cancelación de manera inmediata de los datos de carácter 
personal del deudor o deudores inscritos a consecuencia de la falta de cumplimiento 
de sus obligaciones, una vez que las mismas hayan sido cumplidas. En ningún caso 
la inscripción podrá permanecer más del plazo de cinco (5), años, a contar desde 
que se produjo la mencionada inscripción. 
 
5. En los supuestos a que se refieren los dos apartados anteriores, cuando el 
interesado lo solicite, el responsable del tratamiento le comunicará los datos, así 
como las evaluaciones y apreciaciones que sobre el mismo hayan sido comunicadas 
durante los últimos seis (6) meses y el nombre y dirección de la persona o entidad a 
quien se hayan revelado los datos.  
 
6. Se podrán registrar y ceder los datos de carácter personal que sean necesarios 
para determinar la solvencia económica de los interesados y que no se refieran, 
cuando le sean adversos, a más de tres (3) años, siempre que respondan con 
veracidad a la situación actual de aquéllos. 
 
7.- Con relación a la prestación de servicios financieros, crediticios y comerciales,  
se aplicarán los derechos  de acceso, rectificación, cancelación y oposición en los 
términos previstos en esta Ley. 
 
8. Para la prestación de cualquier otro servicio de información financiera, crediticia y 
comercial se tendrán que aplicar las disposiciones contenidas en la presente Ley. 

 
Artículo 41.- El tratamiento de otra clase de datos, o el uso para ello de 
dispositivos y servicios. El tratamiento de datos numéricos, acústicos, alfabéticos, 
biométricos, gráficos, fotográficos, de imágenes, cookies o de cualquier otro tipo de 
dispositivo o servicios concernientes o que afecten a una persona natural 
identificada o identificable, por sus especiales características, podrá ser objeto de 
desarrollo reglamentario para su regulación. 
 

Del mismo modo, reglamentariamente podrá ser objeto de especial normativa, la 
regulación el uso de dispositivos o la prestación de servicios en Internet, 
especialmente los derivados de las nubes de almacenamiento (cloud computing), 
los tratamientos masivos de datos (big data), así como los derivados del uso de 
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dispositivos inteligentes y cualquier otra manifestación de internet aplicada a las 
cosas. 
 
Los tratamientos de datos de carácter personal derivados de los servicios de 
telecomunicación u otros de carácter análogo, serán normados por la Ley que 
regule los mismos. 
 

Artículo 42.- El tratamiento de la imagen en general, y con fines de video 
vigilancia. La presente Ley abarca el tratamiento de datos personales de imágenes 
de personas naturales identificadas o identificables, con carácter general y con fines 
de vigilancia a través de dispositivos móviles, cámaras, videocámaras, vehículos no 
tripulados (drones) y otros instrumentos análogos. 
 
El tratamiento comprende la grabación, captación, transmisión, difusión, 
conservación, y almacenamiento de imágenes, incluida su reproducción o emisión 
en tiempo real, así como el tratamiento que resulte de los datos personales 
relacionados con aquéllas.  
 
Se considerará identificable una persona cuando su identidad pueda determinarse 
mediante los tratamientos, sin que ello requiera plazos o actividades 
desproporcionados. 
 
Las referencias contenidas en esta Ley a videocámaras y cámaras se entenderán 
hechas también a cualquier medio técnico análogo y, en general, a cualquier sistema 
que permita los tratamientos previstos en la misma, incluidos los sistemas de 
circuitos cerrados de televisión. 
 
No se encuentra dentro del ámbito de esta Ley, el tratamiento de los datos 
personales procedentes de las imágenes obtenidas mediante la utilización de 
cámaras y videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, ni en general 
aquellos tratamientos expresamente excluidos del ámbito de esta Ley, que se 
regirán por las disposiciones sobre la materia. 
 
Tampoco se considera objeto de regulación en esta Ley el tratamiento de imágenes 
en el ámbito personal y doméstico, entendiéndose por tal el realizado por una 
persona física en el marco de una actividad exclusivamente privada o familiar salvo 
que dichas imágenes sean difundidas por cualquier medio. 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto en esta Ley, las demás cuestiones referentes a la video 
vigilancia serán objeto del correspondiente desarrollo reglamentario. 
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Artículo 43.- Base de datos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. Las bases 
de datos creados por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que contengan datos de 
carácter personal que, por haberse recolectado para fines administrativos, deban 
ser objeto de registro permanente, estarán sujetos al régimen general de la 
presente Ley.  
 

La recolección y tratamiento de datos de carácter personal para fines de prevención 
y represión del delito realizados por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad sin el 
consentimiento de las personas afectadas están limitados a aquellos supuestos y 
categorías de datos que resulten necesarios para los supuestos de prevención o de 
un peligro real para la seguridad pública o para la represión de infracciones penales, 
debiendo ser almacenados en base de datos específicas establecidas al efecto, que 
deberán clasificarse por categorías en función de su grado de fiabilidad. Las bases 
de datos previstas en este artículo serán reguladas por la Ley por la que fue creada 
y en lo no previsto en la misma, por lo dispuesto en la presente Ley. En este sentido, 
el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición 
quedará supeditado a lo que disponga la legislación sobre dichas bases de datos en 
función de la propia naturaleza de las mismas. 
 
Dichos datos se cancelarán cuando no sean necesarios para las averiguaciones 
que motivaron su almacenamiento. A estos efectos, se consideraran 
especialmente: a) la edad del afectado; b) el carácter de los datos almacenados; c) 
la necesidad de mantener los datos hasta la conclusión de una investigación o 
procedimiento concreto; d) la resolución judicial firme, en especial la absolutoria, el 
indulto, la rehabilitación y la prescripción de responsabilidad. 
 
Dicha recolección y tratamiento, podrán realizarse exclusivamente en los 
supuestos en que sea absolutamente necesario para los fines de una investigación 
concreta, sin perjuicio del control de legalidad de la actuación administrativa o de la 
obligación de resolver las pretensiones formuladas en su caso por los interesados 
que corresponden a los órganos jurisdiccionales. 
 

 
TÍTULO VIII 

CESIÓN DE DATOS Y PRESTACION DE SERVICIOS 
CAPÍTULO I 

LA CESIÓN DE DATOS 

Artículo 44.- Cesión de datos a terceros. Los datos personales objeto del 
tratamiento sólo podrán ser cedidos a un tercero para el cumplimiento de fines 
directamente relacionados con las funciones legítimas del cedente y del cesionario, 
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con el previo consentimiento expreso del titular de los datos. 
 
Artículo 45.- Nulidad del consentimiento del titular de los datos. Será nulo el 
consentimiento para la cesión de datos personales a un tercero, cuando el aviso 
de privacidad que se le facilita al titular de los datos por parte del responsable del 
tratamiento, no le permita conocer la finalidad o finalidades que tendrán sus datos 
personales al ser cedidos a un tercero. 

 
Artículo 46.- Excepciones a la exigencia del consentimiento para ceder datos 
personales. El consentimiento exigido no será necesario cuando: 

a. La cesión se encuentre autorizada por una Ley; 
b. El tratamiento responda a la libre y legítima aceptación de una relación 

jurídica cuyo nacimiento, desarrollo, cumplimiento y control implique 
necesariamente la conexión de dicho tratamiento con la base de datos de 
terceros; 

c. La cesión que deba efectuarse tenga por destinatario a los operadores de 
justicia, en el cumplimiento de sus atribuciones según Ley; 

d. La cesión se produzca entre organismos de la Administración Pública en el 
ejercicio de sus funciones y atribuciones legales, y 

e. La cesión de datos personales relativos a la salud sea necesaria para 
atender una emergencia, que requiera acceder a una base de datos, o para 
realizar los estudios epidemiológicos en los términos establecidos en la 
legislación sobre salud pública. 

 
En todo lo demás, el cedente de los datos personales tendrá que observar lo 
prescrito en la presente Ley. 

 
Artículo47.-Supuestos especiales. En los supuestos en que se produzca una 
modificación del responsable del tratamiento como consecuencia de una operación 
de fusión, escisión, transformación y cesión global de activos y pasivos, aportación 
o transmisión de negocio o rama de actividad empresarial, o cualquier operación de 
reestructuración societaria de análoga naturaleza, contemplada por la normativa 
mercantil, no se producirá cesión de datos, sin perjuicio del cumplimiento por el 
responsable del deber de información para con el titular de los datos. 

 
Artículo 48.- Cumplimiento legal por cuenta de terceros. El tercero a quien se le 
cedan los datos personales, incluso en los casos en que no sea necesario el 
consentimiento del titular de los mismos, se obliga, por el solo hecho de la cesión, a 
la observancia de las disposiciones de la presente Ley. 
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En los supuestos de cesiones de datos  en  cumplimiento de lo dispuesto en una 
Ley, el cesionario no tendrá la obligación de informar al titular de los datos acerca 
del tratamiento de los mismos, pero sí de cumplir la finalidad legal para la cual  
dichos datos   fueron cedidos.    
 
 

CAPITULO II 
EL TRATAMIENTO DE DATOS POR TERCEROS 

 
Artículo 49.- Tratamiento de datos por terceros. El acceso a los datos por parte 
de un encargado del tratamiento que resulte necesario para la prestación de un 
servicio al responsable, no se considerará comunicación de datos, siempre y 
cuando se cumpla lo establecido en la  presente Ley.  
 
El servicio prestado por el encargado del tratamiento podrá tener o no carácter 
remunerado y ser temporal o indefinido. 
 
No obstante, se considerará que existe comunicación de datos cuando el acceso 
tenga por objeto el establecimiento de un nuevo vínculo entre quien accede a los 
datos y el afectado. 
 
Artículo 50.-Contrato de tratamiento de datos por terceros. El tratamiento de 
datos por cuenta de terceros deberá estar regulado en un contrato que constará 
necesariamente por escrito, ajustándose siempre a los requisitos establecidos en 
la presente Ley y estableciéndose expresamente en el mismo:  

a) Que el encargado del tratamiento únicamente tratará los datos conforme a 
las instrucciones del responsable del tratamiento; 

b) Que no los aplicará o utilizará con un fin distinto al que figure en dicho 
contrato; y, 

c) Que no los cederá a otras personas, ni siquiera para su conservación.  
 
En el contrato se estipularán, asimismo, las medidas de seguridad de carácter 
técnicas y organizativas, a que se refiere el Titulo VI de la presente Ley, referente 
a la “Seguridad de Datos”, que el encargado del tratamiento estará obligado a 
implementar y cumplir. 
 

Cuando el responsable del tratamiento contrate la prestación de un servicio que 
involucre un tratamiento de datos personales sometido a lo dispuesto en este 
Capítulo, deberá velar por que el encargado del tratamiento reúna las garantías 
para el cumplimiento de lo dispuesto en esta Ley.  
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Artículo 51.- Destino de los datos una vez cumplida las previsiones 
contractuales. El contrato de prestación de servicios deberá contener previsiones 
con relación al destino de los datos objeto de tratamiento una vez que se hayan 
cumplido las prestaciones contractuales a las que se deberán someter las partes. 
En su defecto, el encargado del tratamiento procederá a la devolución, destrucción 
o borrado seguro de los datos. 
 
El encargado del tratamiento, asimismo, a la finalización del contrato, garantizará al 
responsable del tratamiento la plena portabilidad de sus datos de modo que se 
posibilite el cambio de prestador de servicios.  
 
En el caso de que el encargado del tratamiento destine los datos a otra finalidad, los 
comunique o los utilice incumpliendo las estipulaciones del contrato al que se refiere 
el artículo siguiente, será considerado, también, responsable del tratamiento, 
respondiendo de las infracciones en que hubiera incurrido personalmente.  
 

No obstante, el encargado del tratamiento no incurrirá en responsabilidad cuando, 
previa indicación expresa del responsable, comunique los datos a un tercero 
designado por aquél, al que hubiera encomendado la prestación de un servicio 
conforme a lo previsto en el presente capítulo. 
 

Artículo 52.- Posibilidad de subcontratación de los servicios. El encargado del 
tratamiento no podrá subcontratar con un tercero la realización de ningún 
tratamiento que le hubiere encomendado el responsable del tratamiento, salvo que 
hubiera obtenido de éste autorización para ello. En este caso, la contratación se 
efectuará siempre en nombre y por cuenta del responsable del tratamiento. 
 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, será posible la subcontratación sin 
necesidad de autorización siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos:  
 

a) Que se especifiquen en el contrato los servicios que puedan ser objeto de 
subcontratación y, si ello fuera posible, la empresa con la que se vaya a 
subcontratar. Cuando no se identificase en el contrato la empresa con la 
que se vaya a subcontratar, será preciso que el encargado del tratamiento 
comunique al responsable los datos que la identifiquen antes de proceder a 
la subcontratación.  

b) Que el tratamiento de datos de carácter personal por parte del o los 
subcontratistas se ajusten a las instrucciones del responsable del 
tratamiento.  

c) Que el encargado del tratamiento y la(s) empresa(s) subcontratista(s) 
formalicen el contrato, en los términos previstos en el artículo anterior. En este 
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caso, el subcontratista será considerado encargado del tratamiento, siéndole de 
aplicación lo previsto en los dos artículos anteriores. 
 
Si durante la prestación del servicio resultase necesario subcontratar una parte del 
mismo y dicha circunstancia no hubiera sido prevista en el contrato, deberán 
someterse al responsable del tratamiento los extremos señalados anteriormente. 
 
La identidad  de los subcontratistas y  de las prestaciones contractuales a los que 
los mismos vienen obligados en cada momento del contrato, será conocida por el 
responsable del tratamiento y se ajustará en todo caso a lo pactado 
contractualmente. 
 

Artículo 53.- Conservación de los datos por el encargado del tratamiento. Una 
vez cumplida la prestación contractual, los datos de carácter personal deberán ser 
destruidos o devueltos al responsable o al encargado del tratamiento que éste 
hubiese designado, al igual que cualquier soporte o documentos en que conste 
algún dato de carácter personal objeto del tratamiento.  
 
No procederá la destrucción de los datos cuando exista una norma legal que exija 
su conservación, en cuyo caso deberá procederse a la devolución de los mismos 
garantizando el responsable del tratamiento dicha conservación.  
 
Sin perjuicio de lo anterior, el encargado del tratamiento tiene la obligación de 
conservar, debidamente bloqueados, los datos a la finalización de la prestación de 
los servicios comprometidos durante un tiempo equiparable a las responsabilidades 
derivadas del tratamiento o de las relaciones contractuales suscritas con el 
responsable del tratamiento. 
 

TITULO IX 
TRANSFERENCIA INTERNACIONAL DE DATOS 

 
CAPITULO UNICO 

 
Artículo 54.- Transferencia internacional de datos. Se permite la transferencia 
de datos personales, si bien la misma deberá realizarse con países u organismos 
internacionales que proporcionen niveles de tratamiento y protección adecuados. 

 
El carácter adecuado del nivel de tratamiento y la protección que ofrece el país de 
destino se evaluará por el IAIP, atendiendo a todas las circunstancias que 
concurran en la transferencia de datos que se pretenda realizar. En particular, se 
tomará en consideración la naturaleza de los datos, la finalidad y la duración del 
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tratamiento o de los tratamientos previstos, el país de origen y destino final, las 
normas de derecho general o sectorial vigentes en el país tercero de que se trate, 
el contenido de los informes de la Comisión de la Unión Europea, la certificación 
de Puerto Seguro, así como las normas profesionales y las medidas de seguridad 
aplicables en dichos países. 

 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el primer y segundo párrafo del presente artículo, 
el IAIP podrá autorizar una o varias transferencias de datos personales a un tercer 
país que no garantice un nivel adecuado de protección, cuando el responsable del 
tratamiento ofrezca garantías respecto a la protección de la vida, de los derechos y 
libertades fundamentales de las personas, y del ejercicio de los respectivos 
derechos. Dichas garantías podrán derivarse de cláusulas contractuales 
apropiadas u otras fórmulas análogas. 
 
Vía Reglamento se regularán las políticas de protección de datos personales 
asumidas por un responsable o encargado del tratamiento establecido en el 
territorio de Honduras para las transferencias o un conjunto de transferencias de 
datos personales a un responsable o encargado del tratamiento en uno o más 
países terceros, dentro de un grupo de empresas. 
 
Artículo55.- Transferencia simultánea realizada a diversos países. El IAIP 
evaluará en los casos de varias transferencias simultáneas a diversos países, la 
procedencia de las mismas, y que en cada una de ellas se observen las 
prescripciones contempladas en el presente Titulo de esta Ley. 

 
Artículo 56.- La transferencia Internacional de datos a países que no reúnan 
garantías adecuadas. La prohibición de realizar tales transferencias, no será 
aplicable cuando: 

a. El titular de los datos haya dado su autorización explícita a dicho tratamiento; 
b. Se requiera el intercambio de datos de carácter sanitario para atender el 

tratamiento de salud del titular de los datos; 
c. La transferencia sea necesaria para la celebración o ejecución de un 

contrato celebrado o por celebrarse en interés del titular de los datos, entre el 
responsable del tratamiento y un tercero, o para la ejecución de medidas 
precontractuales tomadas a petición de aquel; 

d. Cuando sea necesaria para proteger los intereses vitales del interesado o  de 
otra persona, cuando el interesado esté física o jurídicamente incapacitado 
para dar su consentimiento. 

e. Cuando sea necesaria para la satisfacción de los intereses legítimos del 
responsable o del encargado del tratamiento, que no puedan ser calificados 
de frecuentes ni de masivos, y el responsable o el encargado hayan evaluado 

Versión Pública



!
!

36!
!

36!

todas las circunstancias que rodean la operación o la serie de operaciones de 
transferencia de datos y hayan ofrecido en su caso, sobre la base de dicha  
evaluación, garantías apropiadas con respecto a la protección de datos 
personales. 

f. La transferencia sea necesaria o legalmente exigida para la salvaguardia de 
un interés público relevante; 

g. La realizada a instancia de la Administración Pública en el ejercicio de sus 
competencias; 

h. La transferencia tenga lugar desde un registro que, en virtud de 
disposiciones legales o reglamentarias correspondientes se realicepor 
operadores de justicia o en el marco de la cooperación judicial internacional; 
y, 

i. En el cumplimiento de acuerdos, tratados o convenios Internacionales delos 
cuales la República de Honduras forme parte. 

 
TÍTULO X 

DISPOSICIONES SECTORIALES 
 

CAPÍTULO I 
BASES DE DATOS DE TITULARIDAD PÚBLICA 

 
Artículo57.- Adecuación a la normativa sobre transparencia. La creación, 
modificación o cancelación de bases de datos de titularidad pública siempre estará 
en concordancia con las disposiciones establecidas en la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública. El IAIP tendrá la obligación de velar por ello, 
pudiendo adoptar adicionalmente aquellas medidas que considere oportunas a los 
efectos de favorecer dicha transparencia informativa. 
 
Reglamentariamente se podrá determinar los procesos de reutilización de la 
información incorporada a base de datos de naturaleza pública. 
 
Artículo 58.- La creación, modificación o cancelación de bases de datos de 
titularidad pública. La creación, modificación o cancelación de bases de datos 
pertenecientes a organismos del sector público deberá registrarse en el IAIP. 

 
Reglamentariamente se determinarán los requisitos que han de reunir las bases de 
datos del sector público para su registro, que solo será obligatorio para aquellas 
bases sujetas a la presente Ley. 
 
Cualquier modificación que se produzca en la estructura de dichas bases de datos 
deberá ser comunicada asimismo al IAIP para proceder a la modificación del 
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registro. Del mismo modo, la cancelación de las bases de datos, se establecerá el 
destino de los mismos o, en su caso, las previsiones que se adopten para su 
destrucción, devolución o borrado seguro. 
 
Artículo 59.- Registro de bases de datos de organismos del sector público. Por 
vía reglamentaria se procederá a la regulación detallada de los distintos extremos 
que deba contener el registro de bases de datos del sector público, entre los cuales 
figurarán: 
 

a. El organismo público responsable de la base de datos; 
b. La finalidad de la base de datos; 
c. Las personas naturales sobre las que se pretenda tratar datos personales o 

que resulten legal o reglamentariamente obligados a suministrarlos; 
d. Los procedimientos de recolección de los datos personales y tratamiento de 

estos; 
e. La determinación de los campos donde se van a tratar datos de carácter 

personal y la descripción de los tipos de datos personales incluidos en ella; 
f. La garantía de que se han adoptado medidas de seguridad técnicas y 

organizativas y de confidencialidad; 
g. El destino de los datos y de las personas naturales o jurídicas a las que 

pueden ser cedidos los datos personales; 
h. El tiempo estimado de conservación de los datos personales; 
i. La forma y las condiciones que el titular de los datos pueda ejercitar los 

derechos previstos en esta Ley y la determinación de la instancia 
administrativa competente para el ejercicio y resolución de dichos derechos; 

j. En su caso, las transferencias internacionales de datos que se prevean 
efectuar a países terceros u organismos internacionales. 

k. Cuantas otras informaciones se consideren necesarios o convenientes que 
consten. 

 
CAPÍTULO II 

BASE DE DATOS DE TITULARIDAD PRIVADA 
 

Artículo 60.- Creación de bases de datos privadas. Podrán crearse bases de 
datos de titularidad privada que contengan datos personales cuando resulte 
necesario para el logro de la actividad u objeto legítimos de la persona, empresa o 
entidad titular de las mismas, y siempre que se respeten las garantías y los 
requisitos que esta Ley establece para la creación de dichas bases de datos, y la 
protección de los datos personales. 
 
Artículo 61.- Registro de bases de datos de titularidad privada. Toda persona 
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natural o jurídica que proceda a la creación, modificación o cancelación de una 
base de datos personales, y que no sean para un uso exclusivamente personal o 
doméstico, deberá registrar la misma previamente ante el IAIP. 
 
Por vía reglamentaria se procederá a la regulación detallada de los distintos 
extremos que deba contener el Registro de bases de datos de carácter privado, 
entre los cuales figurarán: 

a. La persona o entidad responsable del tratamiento de la base de datos; 
b. La finalidad de la base de datos; 
c. Las personas naturales sobre las que se pretenda tratar datos personales; 
d. Los procedimientos de tratamiento de los datos personales; 
e. La determinación de los campos donde se van a tratar datos de carácter 

personal y la descripción de los tipos de datos personales incluidos en ella; 
f. La garantía de que se han adoptado medidas de seguridad técnicas y 

organizativas y de confidencialidad; 
g. El destino de los datos y de las personas naturales o jurídicas a las que 

pueden ser cedidos los datos personales; 
h. Tiempo estimado de conservación de los datos personales; 
i. Forma y condiciones en que el titular de los datos pueda ejercitar los 

derechos previstos en esta ley; 
j. En su caso, las transferencias internacionales de datos que se prevean 

efectuar a países terceros u organismos internacionales. 
k. Cuantas otras informaciones se consideren necesarios o convenientes que 

consten. 
 

TÍTULO XI 
 

DE LOS MECANISMOS DE VIGILANCIA Y SANCIÓN  

CAPÍTULO I 

DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACION PÚBLICA Y PROTECCIÓN 
DE DATOSPERSONALES 

 
Artículo 62.- Autoridad de Protección de Datos. Para los objetivos y propósitos 
de la presente Ley, el Instituto de Acceso a la Información Pública y de Protección 
de Datos Personales (IAIP) es el responsable de promover y garantizar el derecho 
fundamental de protección de datos personales, y ejercer la vigilancia para 
garantizar que en el tratamiento de datos personales se respeten los principios, 
derechos, garantías y procedimientos previstos en la presente Ley y su 
Reglamento. 
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Le corresponde al IAIP asumir todas las competencias que se le atribuyen por esta 
Ley, así como adoptar las resoluciones, elaborar los reglamentos y las demás 
disposiciones pertinentes para asegurar la correcta aplicación de la presente Ley y 
su Reglamento. Para tal fin, el IAIP, creará la Gerencia de Protección de Datos 
Personales (PRODATOS) y determinará en todo momento su estatuto orgánico y 
funcionamiento. Los servidores públicos al servicio del IAIP y de la Gerencia de 
Protección de Datos Personales (PRODATOS) estarán, asimismo, sometidos a un 
estatuto profesional especial, donde se determinará su régimen de 
incompatibilidades. 
 
Dichos servidores públicos no podrán dedicarse a la actividad desarrollada por el 
IAIP y por la Gerencia de Protección de Datos Personales (PRODATOS), hasta 
transcurridos tres años desde su cese de actividad efectivo en dichas Instituciones. 
 
Artículo 64.-Dirección. La Gerencia de Protección de Datos Personales 
(PRODATOS) estará bajo la dirección, orientación, administración y supervisión de 
un(a) Gerente el cual será nombrado por el Pleno de los Comisionados del IAIP. 
 
Para ser nombrado Gerente de PRODATOS, se deberá cumplir con los requisitos 
que se establezcan reglamentariamente. 
 
Artículo 65.- Funciones. El IAIP deberá realizar todas las acciones necesarias para 
el cumplimiento de los objetivos y demás disposiciones de la presente Ley. A tales 
efectos tendrá las siguientes funciones: 

a. Promover y divulgar los derechos de las personas en relación con el 
tratamiento de datos personales; 

b. Implementar planes de promoción para capacitar e informar a los ciudadanos 
acerca del ejercicio y garantía del derecho fundamental a la protección de 
datos. 

c. Colaborar con los titulares de las bases de datos para el desarrollo de 
proyectos en materia de protección de datos y proporcionar apoyo técnico a 
los responsables que lo soliciten, para el cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en la presente Ley; 

d. Velar por el cumplimiento de la legislación en materia de protección de datos 
personales, tanto por parte de personas naturales o jurídicas privadas, como 
por organismos públicos. 

e. Recomendar los ajustes, correctivos y/o adecuaciones a la normatividad que 
resulten acordes con la evolución tecnológica, informática o comunicacional. 

f. Solicitar a los responsables y encargados del tratamiento la información que 
sea necesaria para el ejercicio efectivo de sus funciones. 
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g. Desarrollar, fomentar y difundir análisis, estudios e investigaciones en 
materia de protección de datos, de toda índole que garanticen el cocimiento 
del régimen jurídico de la protección de datos y el cumplimiento del mismo, 
de acuerdo con las previsiones contenidas en esta Ley.  

h. Realizar y mantener actualizado un registro de bases de datos inscritas de 
acuerdo a lo previsto en la presente Ley. 

i. Realizar las investigaciones del caso, de oficio o a petición de parte y, como 
resultado de ellas, ordenar las medidas que sean necesarias para hacer 
efectivo el derecho de protección de datos. 

j. Conocer y resolver los procedimientos de protección y de verificación de 
derechos señalados en esta Ley; 

k. Conocer y resolver los recursos de revisión interpuestos por los titulares en 
el marco de esta ley. 

l. Realizar las inspecciones y verificaciones que sean necesarias para la 
correcta aplicación de los derechos de protección de datos.   

m. Disponer el bloqueo temporal de los datos cuando, de la solicitud y de las 
pruebas aportadas por el titular, se identifique un riesgo cierto de vulneración 
de sus derechos fundamentales, y dicho bloqueo sea necesario para 
protegerlos mientras se adopta una decisión definitiva. 

n. Ejercitar las funciones sancionadoras previstas en la presente Ley. 
o. Administrar el Registro Nacional de Protección de Datos, y emitir las órdenes 

y los actos necesarios para su administración y funcionamiento. 
p. Emitir autorizaciones de conformidad sobre las transferencias internacionales 

de datos. 
q. Cooperar con otras autoridades de supervisión y organismos nacionales e 

internacionales, a efecto de coadyuvar en materia de protección de datos. 
 

Artículo 66. El Registro Nacional de Protección de Datos. El IAIP podrá 
constituir, en su caso, un Registro General de Protección de Datos, a los efectos 
de posibilitar la inscripción, la modificación, la cancelación, las reclamaciones, los 
recursos contra las resoluciones correspondientes, y demás extremos y 
actuaciones que se consideren pertinentes de acuerdo con el contenido de la 
presente Ley. 
 
En el Registro Nacional de Protección de Datos serán objeto de inscripción: 

a. Las bases de datos gestionadas por organismos del sector público; 
b. Las bases de datos de titularidad privada; 
c. El nombre del responsable del tratamiento que tiene a su cargo la base de 

datos;  
d. La denominación de la base de datos y el tipo de datos personales objeto de 

tratamiento. 
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e. Los datos relativos a las bases de datos que sean necesarios para el 
ejercicio de los derechos previstos en esta Ley, así como la unidad 
administrativa ante la cual podrán ejercitarse dichos derechos. 

f. Las personas naturales, jurídicas u órganos administrativos a los que los 
datos personales pueden ser cedidos; 

g. El tiempo aproximado de conservación de los datos; y 
h. Las garantías de que se hayan adoptado y las medidas de seguridad, 

técnicas, organizativas y de confidencialidad adecuadas. 
 
Por vía reglamentaria se regulará el procedimiento de inscripción de bases de 
datos, tanto del sector público como del privado. 
 
Artículo 67.- Consejo Consultivo de Protección de Datos.- El IAIP estará 
asesorado por un Consejo Consultivo que apoyará en materia de desarrollo 
normativo, regulatorio, tecnológico y cuantos otros resulten pertinentes en torno a 
la promoción y a las garantías derivadas de la protección de datos personales.  
 

El Consejo Consultivo estará integrado por representantes de los sectores públicos 
y privados, en la forma siguiente: 

a. Un experto en la materia, nombrado por el Poder Legislativo; 
b. Un experto en la materia, nombrado por el Poder Ejecutivo; 
c. Un experto en la materia, nombrado por el Poder Judicial; 
d. Un experto en la materia, propuesto por el Consejo Superior de 

Universidades; 
e. Un experto en la materia, de los usuarios y consumidores, seleccionado 

del modo que se prevea reglamentariamente; 
f. Un experto en la materia, representante del sector de bases de datos de 

titularidad privada, para cuya propuesta se seguirá el procedimiento que se 
regule reglamentariamente,  

g. Un experto en la materia, representante de una organización de derechos 
humanos de la sociedad civil, seleccionada del modo que se prevea 
reglamentariamente, y 

h. Dos expertos en la materia, representantes nominados por el IAIP. 
 
El funcionamiento del Consejo Consultivo se regirá por las normas reglamentarias 
que al efecto se establezcan. 
 
Artículo 68.- Promoción y difusión del derecho fundamental de protección de 
datos. El IAIP elaborará e implementará la estrategia de comunicación, así como 
cuantas acciones y actuaciones se consideren pertinentes dirigidas a fomentar el 
conocimiento por los ciudadanos, las empresas y la sociedad en general el 
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régimen jurídico derivado de la protección de los datos de carácter personal. 
 
Asimismo, promoverá entre las personas naturales y jurídicas que recolecten, 
almacenen o traten datos personales, la adopción de las mejores prácticas y 
protocolos de actuación acordes con la protección de dicha información. Ello 
abarca también la promoción de códigos tipo empresariales que impliquen la 
asunción de los principios contenidos en la presente Ley u otros tipos de desarrollo 
normativos. 
 
El IAIP prestará una especial atención a los grupos de empresas nacionales o 
multinacionales a los efectos de favorecer el cumplimiento del régimen jurídico 
derivado de los principios establecidos en esta Ley. 

 
CAPÍTULO II 

RECURSO DE REVISIÓN 
 
Artículo 69.- Recurso de revisión. El titular de los datos al que se le deniegue, 
total o parcialmente el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, 
cancelación u oposición, podrá interponer el recurso de revisión ante el Instituto de 
Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales (IAIP). 
 
 Articulo 70.-Procedencia del recurso de revisión. El titular de los datos o su 
representante podrán interponer el recurso de revisión cuando: 

1. Se denieguen total o parcialmente los derechos de acceso, rectificación, 
cancelación u oposición (ARCO) de sus datos personales;  

2. Exista una omisión total o parcial de la respuesta debida al titular de los 
datos; 

3. Se considere por el titular de los datos que la respuesta es desfavorable a la 
solicitud de ejercicio de derechos formulada. 

 
Artículo 71.- Solicitud del recurso de revisión. El recurso de revisión podrá 
interponerse por escrito, por medios electrónicos o mediante el uso de los formatos 
que al efecto proporcione el IAIP y deberá contener la siguiente información: 

a. El nombre del recurrente titular de los datos o, en su caso, el de su 
representante; 

b. El nombre del responsable del tratamiento ante el cual se presentó la 
solicitud de acceso, rectificación, cancelación u oposición de datos 
personales; 

c. Los datos de comunicación, especialmente los de carácter electrónico, a los 
efectos de la realización y recepción de notificaciones; 

d. La fecha en que se le notificó la respuesta, salvo que el procedimiento se 
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inicie con la falta de respuesta. En este caso, se deberá indicar la fecha de 
presentación de la solicitud de ejercicio de los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación u oposición; 

e. Las razones que justifican su recurso de revisión; 
f. La copia de la respectiva solicitud de ejercicio de los derechos de acceso, 

rectificación, cancelación u oposición con el respectivo atestado de 
presentación ante el responsable del tratamiento, y; 

g. Los demás elementos que se considere procedente poner en conocimiento 
del IAIP a los efectos de la sustanciación del recurso. 

 
La forma y términos en que deba acreditarse la identidad del titular o cualquier otro 
extremo que a criterio del IAIP sea necesario tomar en consideración a los efectos 
de la tramitación del recurso de revisión se regularan de forma reglamentaria. 

 
Artículo 72.- Plazo para interponer el recurso de revisión. El recurso de 
revisión podrá interponerse dentro del término de diez (10) días hábiles siguientes 
a la notificación por parte del responsable del tratamiento, o al vencimiento del 
plazo para obtener respuesta del mismo. 
 
Artículo 73.- Subsanación. En el caso de que el escrito que contenga el recurso 
de revisión se considere que se encuentra incompleto, el IAIP requerirá al 
recurrente dentro de los tres (3) días siguientes a la presentación del recurso a los 
efectos de que proceda a subsanarlo dentro de un plazo de diez (10) días, con el 
apercibimiento de que, en caso contrario, se tendrá por no presentado dicho 
recurso. 

 
Artículo 74.- Traslado al responsable del tratamiento. Una vez admitido el 
recurso de revisión, el IAIP dará traslado del mismo al responsable del tratamiento, 
para que, en el plazo de diez (10) días, efectúe y aporte las alegaciones y pruebas 
que estime oportunas. Además se adjuntará una declaración jurada sobre lo 
expresado y entregado.  

 
Artículo 75.- Medidas provisionales. Cuando de oficio o a instancia de parte, el 
IAIP tenga conocimiento de presuntas infracciones a los principios y derechos 
protegidos en la presente Ley, podrá efectuar sin previo aviso inspecciones, 
auditorías, o cualquier otra medida de control que se considere pertinente sobre los 
datos contenidos en  las bases de datos del responsable y/o encargado del 
tratamiento. 
 
También si las circunstancias lo ameritan, podrá ordenar el bloqueo temporal de los 
datos o cualesquiera otras medidas que no podrán aplicarse por un período que 
exceda de  treinta (30) días calendario, las cuales podrán ser prorrogadas por 
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causas debidamente justificadas y por el mismo período. 
Dichas medidas deberán ser acordadas y/o prorrogadas mediante resolución 
motivada en la que constará específicamente el nombre y demás datos 
identificativos del responsable y/o encargado de tratamiento,  los datos o bases de 
datos que deben ser afectados, y los servidores públicos encargados de llevarlas a 
cabo, los cuales tendrán la condición de autoridad pública.  
 
El procedimiento de adopción y cualquier otra vicisitud relativa  a estas medidas se 
establecerá reglamentariamente. 
 
Artículo 76.- Conciliación. El IAIP podrá en cualquier momento de la sustanciación 
del recurso propiciar una conciliación entre el titular de los datos y el responsable 
del tratamiento, excepto cuando la presunta falta sea considerada muy grave. La 
transacción privada sobre un hecho que pueda ser calificado como infracción a la 
presente Ley no será oponible ante el IAIP. 
 
De llegarse a un acuerdo de conciliación entre ambos, éste se hará constar por 
escrito y tendrá efectos vinculantes para las partes, teniéndose el respectivo 
recurso de revisión por concluido. El IAIP verificará el cumplimiento efectivo del 
acuerdo respectivo. 
 
El procedimiento y demás efectos derivados de la conciliación se determinarán en 
el Reglamento de esta Ley. 
 
Artículo 77.- Plazo para emitir resolución. El plazo máximo para dictar la 
correspondiente resolución en el recurso de revisión será de treinta (30) días, 
contados a partir de la fecha de recepción de la respuesta por parte del responsable 
del tratamiento. Cuando haya causa justificada, el IAIP podrá ampliar por una vez y 
hasta por un período adicional de veinte (20) días este plazo. 
 
La ausencia de resolución deberá interpretarse como desestimación tácita de la 
reclamación efectuada.  
 
Artículo 78.- Resolución favorable al titular. En el caso de que la resolución de 
protección de derechos sobre datos personales, resulte favorable al titular de los 
datos, el IAIP requerirá al responsable del tratamiento para que, en el plazo de los 
diez (10) días siguientes a la notificación de dicha resolución, dé cumplimiento 
efectivo a la misma. El responsable, a su vez, deberá comunicar su realización por 
escrito al IAIP, dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha en que se hubiera 
efectuado su cumplimiento. 
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Si por el responsable del tratamiento no se da cumplimiento a lo ordenado, el IAIP 
actuará conforme a las disposiciones previstas en la presente Ley. 
  
Contra las resoluciones que emita el IAIP, sólo procederá el recurso de amparo en 
los términos que establece la Ley Sobre Justicia Constitucional. 
 
Artículo 79.- Publicación de resoluciones: Todas las resoluciones del IAIP serán 
susceptibles de difundirse públicamente en versiones públicas, debiendo 
previamente anonimizarlas, eliminando aquellas referencias del titular de los datos 
que lo identifiquen o lo hagan identificable. 
 

CAPÍTULO III 
DEL PROCEDIMIENTO DE IMPOSICIÓN DE SANCIONES 

 
Artículo 80.- Imposición de sanciones. El IAIP de oficio o a instancia de parte, 
cuando proceda, abrirá el correspondiente procedimiento sancionador a un 
responsable o encargado del tratamiento, cuando se tenga conocimiento del 
presunto incumplimiento de alguno de los principios o disposiciones de esta Ley, a 
efecto de deducir las responsabilidades que sean procedentes en derecho. 

 
Artículo 81.- Procedimiento de imposición de sanciones. El procedimiento de 
imposición de sanciones dará comienzo con la notificación que efectúe el IAIP al 
presunto infractor, sobre los hechos que motivaron el inicio del procedimiento, y le 
otorgará un plazo de diez (10) días para que efectúe las alegaciones y aporte las 
pruebas que a su derecho convenga.  

 
El IAIP admitirá las evidencias y pruebas que estime pertinentes y procederá a su 
evaluación. Asimismo, podrá solicitar del presunto infractor los elementos de 
prueba que estime necesarios. Concluida la actividad probatoria, el IAIP notificará 
la correspondiente providencia al presunto infractor relativa al derecho que le 
asiste para que, de considerarlo necesario, presente sus alegatos finales dentro 
del plazo de los diez (10) días siguientes a dicha notificación. 

 
En el supuesto de que el presunto infractor no efectúe alegaciones ni aporte 
prueba o evidencia alguna, el IAIP dictará resolución una vez analizadas las 
pruebas y demás elementos que estime pertinentes, en el plazo de treinta (30) 
días a la fecha en que inició el procedimiento sancionador. Cuando haya causa 
justificada, el IAIP podrá ampliar por una vez y hasta por un período adicional de 
veinte (20) días este plazo para resolver. 

 
Reglamentariamente se determinará la forma, los términos y los plazos por los que 
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se sustanciará el procedimiento de imposición de sanciones, incluyendo 
presentación de pruebas y alegaciones, la celebración de audiencias y el cierre del 
proceso, y cuantas otras diligencias sean precisas al efecto. 
 

CAPÍTULO IV 
DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES 

 
Artículo 82. Cuestiones generales. En ningún caso podrá imponerse una sanción 
más grave que la fijada en la Ley para la clase de infracción en la que se integre la 
que se pretenda sancionar.  
 
Para la imposición de las sanciones habrá de observarse los procedimientos y 
criterios establecidos en el presente Capítulo  

 
El IAIP actualizará periódicamente la cuantía de las sanciones de acuerdo con las 
variaciones que experimenten los índices de precios. 
 
 
Artículo 83.- Faltas leves. Serán consideradas faltas leves, para los 
efectos de esta Ley: 
 

a. Recolectar datos personales sin que sedé cumplimiento al aviso de privacidad 
previsto en esta Ley, y 

b. No dar adecuado cumplimiento por parte del responsable o encargado del 
tratamiento al ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación 
u oposición del titular de los datos en los términos previstos en esta Ley;  

c. No permitir al Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de 
Datos realizar las notificaciones previstas en esta Ley o en su reglamento. 

d. No solicitar la inscripción de la base de datos de carácter personal en el 
Registro Nacional de Bases de Datos. 

e. El incumplimiento del deber de información al afectado acerca del tratamiento 
de sus datos de carácter personal cuando los datos sean recabados del 
propio interesado. 

f. La transmisión de los datos a un encargado del tratamiento sin dar 
cumplimiento a los deberes establecidos en el artículo 25 de la presente Ley. 

Artículo 84.- Faltas graves. Serán consideradas faltas graves, para los efectos de 
esta Ley: 

a. Recolectar, almacenar, transferir o de cualquier otra forma emplear datos 
personales sin el consentimiento informado e inequívoco del titular de los 
datos, con arreglo a las disposiciones de esta ley; 
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b. No adoptar por parte del responsable del tratamiento las medidas de 
seguridad técnicas y organizativas necesarias para garantizar la seguridad, 
integridad e inalterabilidad de los datos objeto de tratamiento; 

c. Declarar la inexistencia de datos personales, cuando existan  total o 
parcialmente en las bases de datos del responsable del tratamiento; 

d. No respetar adecuadamente el principio de calidad de los datos, o no efectuar 
las rectificaciones o cancelaciones de los mismos que legalmente procedan 
cuando resulten afectados el derecho del titular; 

e. La reincidencia en la comisión de faltas leves; 
f. Proceder a la creación de bases de datos de titularidad privada o iniciar la 

recogida de datos de carácter personal para los mismos, sin la autorización 
de una disposición general, publicada en el Diario Oficial La Gaceta; 

g. Tratar datos de carácter personal sin recabar el consentimiento de las 
personas afectadas, cuando el mismo sea necesario conforme a lo dispuesto 
en esta Ley y su reglamento; 

h. Tratar datos de carácter personal o usarlos posteriormente con infracción de 
los principios y garantías establecidos en el Titulo II “Principios y Derechos 
Básicos para la Protección de Datos Personales” de la presente Ley y las 
disposiciones que lo desarrollan, salvo cuando sea constitutivo de infracción 
muy grave; 

i. La vulneración del deber de guardar secreto acerca del tratamiento de los 
datos de carácter personal al que se refiere el artículo 34de la presente Ley; 

j. El impedimento o la obstaculización del ejercicio de los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición; 

k. El incumplimiento del deber de información al afectado acerca del tratamiento 
de sus datos de carácter personal cuando los datos no hayan sido recabados 
del propio interesado; 

l. El incumplimiento de los restantes deberes de notificación o requerimiento al 
afectado impuestos por esta Ley y su reglamento; 

m. Mantener las bases de datos, locales, programas o equipos que contengan 
datos de carácter personal sin las debidas condiciones de seguridad que por 
vía reglamento se determinen; 

n. No atender los requerimientos realizados por el IAIP o no proporcionarle los 
documentos e información solicitados por el Instituto; 

o. La obstrucción al ejercicio de la función de los servidores públicos del IAIP, 
salvo que el hecho constituya una infracción muy grave; 

p. La comunicación o cesión de los datos de carácter personal sin contar con 
legitimación para ello en los términos previstos en esta Ley y su reglamento, 
salvo que la misma sea constitutiva de una infracción muy grave. 

Artículo 85.- Faltas muy graves. Serán consideradas faltas muy graves, para los 
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efectos de esta ley: 
a. La recolección de datos en forma engañosa o fraudulenta, o sin proporcionar 

el correspondiente aviso de privacidad; 
b. Obtener, del titular o de terceros, datos personales de una persona por 

medio de engaño, violencia o amenaza; 
c. Incumplir el deber de confidencialidad establecido en esta Ley; 
d. Cambiar sustancialmente la finalidad originaria del tratamiento de los datos, 

sin respetar el principio de consentimiento definido en el artículo 4, inciso e). 
de esta Ley; 

e. Vulnerar deliberadamente la seguridad de bases de datos, locales, 
programas o equipos, cuando resulte imputable al responsable; 

f. Llevar a cabo la comunicación o cesión de los datos personales, fuera de los 
casos en que esté permitida por la Ley; 

g. Revelar información registrada en una base de datos personales cuyo 
secreto esté obligado a guardar conforme a la Ley; 

h. Obstruir los actos de verificación o requerimientos, de la autoridad o de los 
servidores del IAIP, con independencia de que se dé traslado de la infracción 
cometida al órgano persecutor de la acción pública 

i. Proporcionar a un tercero, información falsa o distinta a la contenida en un 
archivo de datos; 

j. Realizar un tratamiento de datos personales sin encontrarse la base de datos 
debidamente inscrita ante el IAIP; 

k. Continuar con el uso ilegítimo o tratamiento de los datos personales cuando 
se haya solicitado el cese del mismo por el IAIP o los titulares de los datos; 

l. Tratar o ceder de manera voluntaria e ilegítima los datos de carácter 
personal a los que hace referencia la presente Ley, con conocimiento de 
dichas circunstancias; 

m. Transferir, a las bases de datos de terceros países, información de carácter 
personal de los hondureños o de los extranjeros radicados en el país, sin el 
consentimiento  de  sus titulares; 

n. La transferencia internacional de datos de carácter personal con destino a 
países que no proporcionen un nivel de protección adecuada sin autorización 
del IAIP salvo en los supuestos establecidos en esta Ley. 

 
Artículo 86.- Sanciones. Si se ha incurrido en alguna de las faltas tipificadas en 
esta ley, el IAIP impondrá alguna de las siguientes sanciones: 

a. Para faltas leves, apercibimiento, o una multa de diez (10) a veinte (20) 
salarios mínimos. 
El apercibimiento podrá ser procedente cuando se trate de un primer 
incumplimiento a lo dispuesto en esta Ley, y el mismo se considere que no 
ha sido deliberado; 
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b. Para las faltas graves, una multa de veintiún (21) hasta cuarenta (40) salarios 
mínimos; 

c. Para las faltas muy graves, una multa de cuarenta y un (41) a sesenta (60) 
salarios mínimos. 

 
Artículo87.- Criterios para imponer las sanciones. El IAIP fundará y motivará 
sus resoluciones, considerando: 

a. La naturaleza del dato; 
b. La notoria improcedencia de la negativa del responsable del tratamiento, 

para realizar los actos solicitados por el titular, en términos de esta Ley; 
c. El carácter intencional o no, de la acción u omisión constitutiva de la 

infracción; 
d. Las acciones llevadas a cabo por el responsable o encargado del tratamiento 

para aminorar o eliminar las consecuencias derivadas de la infracción 
cometida; 

e. La capacidad económica del responsable del tratamiento; y,  
f. La reincidencia. 

 
Artículo 88.- Criterios para determinar la cuantía. La cuantía de las sanciones se 
graduará, asimismo, atendiendo a los siguientes criterios:  
a. El carácter continuado de la infracción. 
b. El volumen de los tratamientos efectuados. 
c. La vinculación de la actividad del infractor con la realización de tratamientos de 

datos de carácter personal.  
d. El volumen de negocio o actividad del infractor.  
e. Los beneficios obtenidos como consecuencia de la comisión de la infracción. 
f. El grado de intencionalidad.  
g. La reincidencia por comisión de infracciones de la misma naturaleza.  
h. La naturaleza de los perjuicios causados a las personas interesadas o a terceras 

personas. 
i. La acreditación de que con anterioridad a los hechos constitutivos de infracción la 

entidad imputada tenía implantados procedimientos adecuados de actuación en 
la recolecta y tratamiento de los datos de carácter personal, siendo la infracción 
consecuencia de una anomalía en el funcionamiento de dichos procedimientos 
no debida a una falta de diligencia exigible al infractor.  

j. Cualquier otra circunstancia que sea relevante para determinar el grado de 
antijuridicidad y de culpabilidad presentes en la concreta actuación infractora. 

 
Artículo 89.- Aplicación de la cuantía de la sanción. El órgano sancionador (IAIP) 
establecerá la cuantía de la sanción aplicando la escala relativa a la clase de 
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infracciones que preceda inmediatamente en gravedad, a aquella en que se integra 
la considerada en el caso de que se trate, en los siguientes supuestos:  

a. Cuando se aprecie una cualificada disminución de la culpabilidad del 
imputado o de la antijuridicidad del hecho como consecuencia de la concurrencia 
significativa de varios de los criterios anteriormente enunciados. 

b. Cuando la entidad infractora haya regularizado la situación irregular de 
forma diligente.  

c. Cuando pueda apreciarse que la conducta del afectado ha podido inducir a 
la comisión de la infracción.  

d. Cuando el infractor haya reconocido espontáneamente su culpabilidad.  
e. Cuando se haya producido un proceso de fusión por absorción y la 
infracción fuese anterior a dicho proceso, no siendo imputable a la entidad 
absorbente.  

 
Artículo 90.- Aplicación de la sanción de apercibimiento. Excepcionalmente el 
órgano sancionador (IAIP) podrá, previa audiencia de los interesados y atendida la 
naturaleza de los hechos y la concurrencia significativa de los criterios establecidos 
anteriormente, no acordar la apertura del procedimiento sancionador y, en su lugar, 
apercibir al sujeto responsable a fin de que, en el plazo que el órgano sancionador 
determine, acredite la adopción de las medidas correctoras que en cada caso 
resultasen pertinentes, siempre que concurran los siguientes presupuestos:  

a. Que los hechos fuesen constitutivos de infracción leve o grave conforme a lo 
dispuesto en esta Ley.  
b. Que el infractor no hubiese sido sancionado o apercibido con anterioridad. Si 
el apercibimiento no fuera atendido en el plazo que el órgano sancionador 
hubiera determinado procederá la apertura del correspondiente procedimiento 
sancionador por dicho incumplimiento.  
 

Artículo 91.- Infracciones de las Administraciones públicas. Cuando las 
infracciones a que se refiere el presente Capítulo fuesen cometidas en base de 
datos de titularidad pública o en relación con tratamientos cuyos responsables lo 
serían de la base de datos de dicha naturaleza, el órgano sancionador (IAIP) dictará 
una resolución estableciendo las medidas que procede adoptar para que cesen o se 
corrijan los efectos de la infracción. Esta resolución se notificará al responsable dela 
base de datos, al órgano del que dependa jerárquicamente y a los afectados si los 
hubiera.  
 
El órgano sancionador (IAIP) también podrá proponer la iniciación de actuaciones 
disciplinarias, si procedieran. El procedimiento y las sanciones a aplicar serán las 
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establecidas en la legislación sobre régimen disciplinario de las Instituciones 
Públicas.  

 
Se deberán comunicar al órgano sancionador (IAIP) las resoluciones que recaigan 
en relación con las medidas y actuaciones a que se refieren los apartados 
anteriores.  
 
Artículo 92.- Prescripción de la Infracción. Las infracciones muy graves 
prescribirán a los tres (3) años, las graves a los dos (2) años y las leves en un (1) 
año.  
 
El plazo de prescripción comenzará a contarse desde el día en que la infracción se 
hubiera cometido.  
 
Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente 
sancionador estuviere paralizado durante más de seis (6) meses por causas no 
imputables al presunto infractor.  
 
Artículo 93.- Prescripción de la Ejecución de las Sanciones Impuestas. 
La ejecución de las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirá a los tres 
(3) años, las impuestas por faltas graves a los dos (2) años y las impuestas por faltas 
leves en un (1) año.  
 
El plazo de prescripción de la ejecución de las sanciones impuestas, comenzará a 
contarse desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la 
que se impone la sanción.  
 
La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si el mismo está 
paralizado durante más de seis meses por causa no imputable al infractor. 

 
Artículo 94.- Otras responsabilidades. Las sanciones que se señalan en este 
Capítulo se impondrán sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que resulte 
de la comisión de las infracciones previstas en esta Ley. 
 

 
 
 

Versión Pública



!
!

52!
!

52!

TÍTULO XII 
CÁNONES 

 
Artículo 95.- Canon por regulación y administración de bases de datos. El 
responsable del tratamiento que deba inscribirse ante el IAIP, de conformidad con 
los artículos56 y 59de esta Ley, estará sujeto a un canon de regulación y 
administración de bases de datos que deberá ser cancelado anualmente, con un 
monto equivalente al treinta por ciento (30%) del salario mínimo promedio a la 
fecha en cada momento vigente. Este monto será entregado a la Tesorería 
General de la República, el cual por conducto de la Secretaría de Estado en el 
Despacho de Finanzas deberá ser incorporado en forma mensual al Presupuesto 
Anual de Ingresos y Egresos del IAIP, específicamente para el funcionamiento y 
operación de la Gerencia de PRODATOS. El procedimiento para realizar el cobro 
del presente canon se determinará en el Reglamento que a los efectos deberá 
emitir el IAIP. 
 
Artículo 96.- Canon por comercialización de consulta. El responsable del 
tratamiento de la base de datos deberá cancelar ante el IAIP un canon por cada 
venta de los datos personales, de personas individualizables registradas 
legítimamente y siempre que sea comercializado con fines de lucro, el cual 
ascenderá al cuarenta por ciento (40%) del valor de la venta individual de datos 
personales, monto que podrá ser actualizado por vía reglamentaria. 
 
El IAIP se reserva la facultad de establecer nuevos cánones a consecuencia de la 
prestación de servicios a los responsables y/o encargados del tratamiento y a 
terceros, como consecuencia de la aplicación de la presente Ley. 
Reglamentariamente se determinarán los mismos así como el proceso para su 
exacción y cobro y cuantas otras cuestiones tengan que ser objeto de 
determinación y cuantificación.  
 
En caso de contratos globales de bajo, medio y alto consumo de consultas, o 
modalidades contractuales de servicio en línea por número de aplicaciones u otros 
conceptos de carácter análogos, será el reglamento de la Ley el que fije el detalle 
del cobro del canon que no podrá ser superior al diez por ciento (10%) del precio 
contractual. 

 
DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS 

 
PRIMERA.- La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el 
Diario Oficial La Gaceta. 
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SEGUNDA.- A partir de la fecha de entrada en vigencia de esta Ley, se iniciará el 
proceso de conformación e integración de la Gerencia de Protección de Datos 
(PRODATOS); para ello, se dispondrá de un plazo máximo de seis (6) meses 
calendario. 
 
TERCERA.- El Instituto de Acceso a la Información Pública emitirá el Reglamento 
General de esta Ley dentro del año siguiente a su entrada en vigor. 
 
Asimismo, el IAIP dictará aquellas normas de desarrollo de la presente Ley, que se 
consideren necesarias para la correcta aplicación de la misma. 

 
CUARTA.- Las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que en la 
actualidad son titulares o administradoras de las bases de datos objeto de esta 
Ley, deberán inscribir las mismas en el Registro correspondiente y adecuar sus 
procedimientos y reglas de actuación, así como el contenido de sus bases de 
datos a lo establecido en la presente Ley, en un plazo máximo de un año a partir 
de la entrada en vigencia de la ley. 
 
QUINTA.- Una vez entrada en vigor la presente Ley, todas las bases de datos que 
contengan datos de carácter personal, con excepción de los supuestos excluidos 
en la misma, se regirán por las previsiones contenidas en la propia Ley, aunque su 
fecha de constitución sea anterior a su aplicación. 
 

DISPOSICIONES ADICIONALES 
 
PRIMERA.-El Decreto Legislativo No. 170-2006  y sus reformas que contiene la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública tendrán carácter 
supletorio en la interpretación u aplicación de la presente Ley. 
 

SEGUNDA. Se da nueva redacción al artículo 109 del Decreto No. 62/2004, por el 
que se aprueba la Ley del Registro Nacional de las Personas, el cual queda 
redactado de acuerdo con el siguiente contenido: 
 
“Articulo 109: Datos  contenidos en la ley Registro Nacional de las Personas: 

1. Se reconoce capacidad y competencia al Registro Nacional de las Personas 
para la recolección, tratamiento, verificación y disposición de los datos a los 
que se hace referencia en el apartado 3ºde este precepto, el cual podrá ceder 
los mismos, sin necesidad del previo consentimiento del titular de los datos en 
los siguiente supuestos: 
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a). Cuando los mismos afecten a la seguridad del Estado, a la Administración 
de Justicia, o a una autoridad pública en el ejercicio de sus legítimas 
competencias. 
b). En cualquier otro supuesto donde exista la habilitación legal al efecto. 

2. Los datos contenidos en el Registro Nacional de las Personas son los 
correspondientes a: 
a) A los existentes en el Registro Civil y los correspondiente a la 

identificación de las personas naturales. 
b) Y  cualesquiera  otros que en Registro Nacional de las Personas considere 

convenientes o necesarios para el ejercicio de sus competencias legales. 

TERCERA. El IAIP asumirá exclusivamente la total regulación en materia de 
protección de datos  de carácter personal sobre las funciones propias de la Comisión 
Nacional de Bancos y Seguros, la cual mantendrá íntegramente el resto de sus 
competencias. 
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DECRETO LEGISLATIVO XX-2014

El Congreso Nacional de la República,

CONSIDERANDO (1): Que la Constitución de la República en su Artículo 172
establece que toda riqueza antropológica, arqueológica, histórica y artística de Honduras
forma parte del Patrimonio Cultural de La Nación.

CONSIDERANDO (2): El derecho de acceso a la información es un derecho humano
implícito en el derecho a la libertad de expresión y el Estado está llamado a garantizarlo a
través de la debida custodia de la documentación  debidamente valorada de su propia
gestión.

CONSIDERANDO (3): Que conforme al Decreto número 220-97 emitido el 16 de
diciembre de 1997, contentivo de la Ley para la Protección del Patrimonio Cultural de la
Nación, establece en su Artículo 2, numeral 7, que los fondos documentales son parte del
Patrimonio Cultural de La Nación.

CONSIDERANDO (4): Que la República de Honduras ha adquirido compromisos en
el ámbito internacional con relación a la iniciativa de Gobierno Abierto.

CONSIDERANDO (5): Que desde el año 1880 creó el Archivo Nacional de Honduras,
según Acuerdo del 5 de mayo de ese mismo año, y en él se autorizó al entonces Archivero
General para que recobrara todos los documentos manuscritos o impresos que debían
figurar en el Archivo de La Nación y que estaban en las oficinas de quienes no
correspondía conservarlos o en poder de particulares.

CONSIDERANDO (6): Que el actual Archivo Nacional de Honduras de Honduras ha
funcionado sin el apoyo institucional adecuado y fundamentado en un conjunto
asistemático de normas fragmentarias contenidas en la Ley Orgánica de Educación, Ley de
Emisión del Pensamiento, Ley de Derechos de Autor y de los Derechos Conexos, Ley para
la Protección del Patrimonio Cultural de la Nación, Ley de Municipalidades, Ley de
Transparencia y Acceso a la Información Pública, y que ninguna de estas disposiciones
legales ha sido cumplida sistemáticamente, lo cual ha contribuido a la conformación de
fondos documentales fragmentados.

CONSIDERANDO (7): Que la Administración Pública ha carecido de los
procedimientos adecuados en materia archivística que permitan la conservación y
organización de los fondos documentales producidos durante la gestión pública, lo que
deriva en pérdida y destrucción documental, rompiendo el ciclo vital del documento, la
memoria histórica nacional e impidiendo con ello la evaluación de la gestión por parte de la
ciudadanía.
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CONSIDERANDO (8): Que para la preservación de la memoria histórica de La
Nación y la debida gestión de los documentos que las instituciones obligadas generan es
necesario la creación de un Sistema Nacional de Archivos, fundamentado en un marco legal
integral que contemple regulaciones para el fortalecimiento del Archivo Nacional de
Honduras como una entidad debidamente organizada capaz de generar normas que
cumplimenten el ejercicio de las funciones que ley le otorga.

CONSIDERANDO (9): Que se ha identificado un modelo de gestión documental
planteado regionalmente y que ha contado con el apoyo de los entes que desarrollan la
supervisión de las funciones en transparencia y el derecho de acceso a la información
pública de sus respectivos países en América Latina y España reunidos en la Red de
Transparencia y Acceso a la Información.

CONSIDERANDO (10): Que con apoyo de la Unión Europea a través de EUROsociAL
y la Fundación Centro de Educación a Distancia para el Desarrollo Económico y
Tecnológico (Fundación CEDDET), durante los meses de mayo y junio de 2015 se
propiciaron intercambios entre el Instituto de Acceso a la Información Pública, expertos
internacionales y representantes de instituciones nacionales para obtener como producto un
marco normativo en materia archivística que responda a las necesidades nacionales.

Por tanto y en aplicación de los Artículos: 172 y 205 de la Constitución de la República;
2 y 3 de la Ley General de la Administración Pública.

Decreta la siguiente:

LEY DE ARCHIVOS

TÍTULO I
DE LA LEY Y LOS ARCHIVOS

CAPÍTULO ÚNICO
ASPECTOS GENERALES

Artículo 1.- NATURALEZA Y AMBITO DE APLICACIÓN. La presente Ley es de
orden público, de interés general y de aplicación a la gestión documental ejecutada por las
instituciones obligadas que se definen en el Artículo 4, numeral 12, de la misma y a los
documentos que se definen en los Artículos 2, inciso 7), y 7 de la Ley de Protección del
Patrimonio Cultural de La Nación.
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Artículo 2.- OBJETIVOS DE LA LEY. Son los objetivos de esta Ley:
1. Generales:

a. Establecer lineamientos jurídicos para la gestión documental de las instituciones
obligadas;

b. Propiciar el acrecentamiento del Patrimonio Documental de La Nación y la
investigación a través de su conservación; y,

c. Fortalecer la organización del Archivo Nacional de Honduras y la creación y
organización del Sistema Nacional de Archivos.

2. Específicos:
a. Establecer un procedimiento transparente para la valoración documental;
b. Asegurar la adecuada administración y custodia de los archivos que contienen

información pública, fortaleciendo el acceso oportuno a la información contenida en
los archivos y con ello la rendición de cuentas;

c. Asegurar la disponibilidad, localización expedita, integridad y conservación de los
documentos de archivo que poseen las instituciones obligadas;

Artículo 3.- DEL PATRIMONIO DOCUMENTAL. El Patrimonio Documental de La
Nación está constituido por todos los documentos con valor científico, histórico y cultural
producidos por instituciones públicas o privadas, o por las personas naturales o jurídicas.

Igualmente, y no obstante lo dispuesto en el Artículo 2 de la Ley para la Protección del
Patrimonio Cultural de La Nación, conforman también parte del Patrimonio Documental de
La Nación los documentos de valor científico, histórico y cultural conservados o reunidos
en el ejercicio de su función por cualquier organismo o entidad de carácter público, así
como aquellos generados por entidades privadas como consecuencia de la prestación de un
servicio público en virtud de convenio, contrato, concesión u alianza público-privada.

Artículo 4.- DEFINICIONES. A efectos de la presente Ley y los reglamentos que de
ella deriven, se entenderán como:
1. Archivo: Conjunto orgánico de documentos, sea cual fuere su fecha, forma y soporte

material, producidos por una persona o entidad  en el transcurso de su vida o gestión,
conservados para servir como testimonio e información a las personas o instituciones
que los producen y a la sociedad, o como fuentes históricas.

2. Archivo Central: Es la unidad a la que se transfiere la documentación de toda la
institución de uso esporádico que debe mantenerse por razones administrativas, legales
o contables.

3. Archivo Institucional: Designación genérica para los archivos de cada institución
obligada.

Versión Pública



Página 4 de 28

4. Archivos Oficiales: Los que funcionan bajo la jurisdicción y competencia del Estado,
incluyendo los archivos municipales. El ejercicio de funciones o actividades
primigeniamente públicas por entidades de derecho privado como consecuencia de
contratos, convenios concesiones o alianzas público privadas, no desnaturaliza el
carácter oficial de la información contenida en los archivos oficiales.

5. Archivos particulares o privados: Los producidos y transferidos entre personas
naturales y/o personas jurídicas de derecho privado.

6. Ciclo Vital del Documento: Etapas por las que sucesivamente atraviesan los
documentos desde su producción, hasta su eliminación o conservación permanente.

Cada una de las fases del ciclo encuentra su plasmación en un tipo de archivo.

7. Digitalizar Documentos: Conversión de una serie de datos a formato digital para su
posterior tratamiento informático.

8. Documento: Todo registro, en lenguaje natural o convencional, y cualquier otra
expresión gráfica, sonora o en imagen, recogidas en cualquier tipo de soporte material y
digital producido, administrado y/o conservado por las instituciones obligadas o
incorporados al Archivo Nacional como consecuencia de lo dispuesto en esta Ley.

9. Fondo documental: Conjunto de documentos de archivos de toda naturaleza reunidos
por una persona natural, jurídica o, en definitiva, cualquier entidad dentro del ejercicio
de sus actividades.

10. Fondos Documentales considerados Patrimonio Documental de La Nación: Son
aquellos constituidos, para efectos de esta Ley, por documentos manuscritos, impresos,
sellos, diplomas, mapas, planos, expedientes judiciales y administrativos, registros
civiles y eclesiásticos, estampas, cintas magnetofónicas y grabaciones, microfilms,
fotografías  negativas y positivas o cualquier otra clase de fondos judiciales,
eclesiásticos o administrativos sujetos de archivo, de conformidad a lo establecido en el
Artículo 2, numeral 7, de la Ley para la Protección del Patrimonio Cultural de La
Nación, así como los documentos digitales.

11. Gestión Documental: Conjunto de actividades administrativas y técnicas tendientes a
la planificación, manejo, organización y difusión de la documentación producida y
recibida por las entidades desde su origen hasta su destino final, con el objeto de
facilitar su utilización y conservación.

12. Instituciones Obligadas: a) El Poder Legislativo, el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo,
las instituciones autónomas, las municipalidades y los demás órganos e instituciones del
Estado; b) Las Organizaciones No Gubernamentales (ONG), las Organizaciones
Privadas de Desarrollo (OPD); c) Todas aquellas personas naturales o jurídicas que a
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cualquier título reciban o administren fondos públicos, cualquiera que sea su origen, sea
nacional o extranjero o sea por si misma o a nombre del Estado o donde éste haya sido
garante; y, d) Todas aquellas organizaciones gremiales que reciban ingresos por la
emisión de timbres, por la retención de bienes o que estén exentos del pago de
impuestos.

13. Migración Documental: Proceso mediante el cual el documento es sometido a un
cambio de  soporte.

14. Respaldo: Copia de los datos originales que se realiza con el fin de disponer de un
medio de recuperarlos en caso de su pérdida.

15. Serie Documental: Conjunto de documentos simples o compuestos producidos por una
organización que son reflejo de una o varias actividades o procesos desarrollados en el
ejercicio de sus competencias.

16. Sistema de Archivos: Marco en el que se definen, planifican, implantan, desarrollan y
evalúan los principios metodológicos, técnicas y herramientas archivísticas que sirven
de base a la definición de políticas y normas que rigen la gestión y el tratamiento
documental de la organización. Por lo tanto, los elementos claves que deben configurar
un sistema de archivos son: una legislación específica; unos órganos ejecutivos y/o
asesores; unos centros adscritos, un programa definido de actuación archivística y
recursos humanos y presupuestarios.

17. Soporte: Objeto o medio en el cual es posible fijar datos tales como papel, cintas,
formatos electrónicos, audios, películas o fotografías.

18. Transferencia: Traslado controlado y sistemático de documentos de un archivo de una
institución obligada al Archivo Nacional de Honduras después del proceso de expurgo.
Dícese también del traslado de datos entre el Archivo Nacional de Honduras y las
instituciones obligadas u otras instituciones, como consecuencia del servicio de
almacenamiento de respaldos digitales que el Archivo Nacional de Honduras brinde.

A criterio del Archivo Nacional de Honduras, el traslado puede hacerse de manera
formal, sin ejecución material, quedando en depósito

19. Valoración: 1) Es el desarrollo de un procedimiento documentado que permite la
identificación, almacenamiento, acceso, recuperación, protección y destino final de los
documentos. 2) Fase del tratamiento archivístico que consiste en analizar y determinar
los valores primarios y secundarios de las series documentales, fijando los plazos de
transferencia, acceso y conservación o eliminación total o parcial.
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Artículo 5.- DESCRIPCIÓN DE CONCEPTOS TÉCNICOS. Los conceptos técnicos
necesarios para la aplicación de esta Ley serán descritos en los respectivos reglamentos y
manuales que el Archivo Nacional de Honduras emita.

TÍTULO II
ASPECTOS INSTITUCIONALES

CAPÍTULO I
DEL ARCHIVO NACIONAL DE HONDURAS

Artículo 6.- EL ARCHIVO NACIONAL DE HONDURAS. El Archivo Nacional de
Honduras funcionará como un ente descentralizado y tendrá personalidad jurídica propia e
independencia administrativa, financiera y técnica y constituye el ente rector de la
archivística nacional.

Tendrá su domicilio en el Distrito Central.

Artículo 7.- FUNCIONES DEL ARCHIVO NACIONAL. Son funciones del Archivo
Nacional de Honduras, sin perjuicio de lo que ésta y otras leyes dispongan:
1. Aplicar la presente ley y sus reglamentos y, en consecuencia, conocer de los

procedimientos en los términos que estos sean enunciados en esa normativa.
2. Rectorar y regular el funcionamiento del Sistema Nacional de Archivos;
3. Emitir los lineamientos que contengan los criterios para la organización, conservación y

adecuado funcionamiento de los archivos de las Instituciones Obligadas
4. Conservar, adquirir, rescatar, restaurar, reivindicar, respaldar, digitalizar, proteger,

clasificar, investigar, divulgar los documentos expurgados al tenor de esta Ley;
5. Custodiar bases de datos y establecer programas de reprografía, investigación,

intercambio, préstamo de documentos y montaje de nuevos fondos documentales;
6. Llevar el correspondiente Catálogo Documental actualizado, en forma cronológica

funcional, territorial y por la tenencia o depósito de los bienes documentales;
7. Investigar en el ámbito técnico administrativo la procedencia y tenencia del Patrimonio

Documental en archivos privados y ejecutar las acciones administrativas para su
recuperación o protección, en cuyo defecto deberá informar al Ministerio Público y a la
Procuraduría General de La Nación para que se proceda de conformidad;

8. Llevar el Registro Documental de Tenedores y el de las entidades y personas
administradoras, propietarias y depositarias de documentos clasificados como
Patrimonio Documental;

9. Garantizar, promover y facilitar el acceso al Patrimonio Documental de La Nación a
través de las publicaciones;

10. Promover la formación y desarrollo de archivos, colecciones y centros documentales,
centros culturales y de investigación documental públicos y privados y, en su caso, bajo
las medidas de encriptación necesaria para el control del acceso;
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11. Operar un almacén de datos para servicio del público, contenido dentro del Sistema de
Informática del Archivo Nacional de Honduras integrado a la Red del Sistema Nacional
de Archivos.

12. Brindar asesoría en materia archivística a la Administración Pública e instituciones que
se lo soliciten;

13. Aplicar el marco sancionatorio administrativo de esta Ley; y,
14. Otras afines necesarias para el logro de los objetivos de esta Ley.

Artículo 8.- ORGANOS DEL ARCHIVO NACIONAL DE HONDURAS. Son
órganos del Archivo Nacional de Honduras:
1. El Consejo Directivo.

Este es el órgano superior y de máxima autoridad del Archivo Nacional de Honduras y
está integrado por:
a. El Secretario de Estado en el Despacho de Desarrollo Económico, quien lo

presidirá;
b. El(La) Director(a) de Archivos del Poder Judicial;
c. Un(a) representante del Poder Legislativo;
d. Un(a) representante de la Asociación de Municipios de Honduras;
e. Un(a) representante del Consejo Hondureño de la Empresa Privada;
f. El Colegio de Historiadores de Honduras.
g. La Academia de geografía e Historia; y,
h. La Asociación de Historiadores Locales y Regionales de Honduras.

Las instituciones del sector no gubernamental deberán acreditar su capacidad jurídica
para obligarse y, en su caso, estar debidamente inscritas en la Unidad de Registro y
Seguimiento de Asociaciones Civiles (URSAC) y al día con las obligaciones que de esa
inscripción deriva.

El Consejo Directivo tiene como atribuciones:
i. Aprobar la Política Nacional de Archivos;

ii. Aprobar el plan de trabajo del Archivo Nacional de Honduras que presente el
Director General;

iii. Aprobar el presupuesto anual de ingresos y egresos que presente el Director
General del Archivo Nacional de Honduras;

iv. Autorizar al Director General del Archivo Nacional de Honduras el aceptar
donaciones y constituir fideicomisos para los efectos de esta Ley;

v. Nombrar, suspender o remover al Director General del Archivo Nacional
Honduras, y a propuesta de éste, a los Jefes de Departamentos, Áreas, Secciones
y Asesores;

vi. Nombrar, suspender o remover a los miembros del Comité Técnico-Académico;
vii. Aprobar la suscripción de convenios, contratos, bases de colaboración y demás

actos consensuales a celebrarse con terceros;
viii. Poner en vigor la tarifas que el Archivo Nacional de Honduras cobrará por los

servicios que preste o por los derechos que otorgue conforme a esta Ley;
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ix. Aprobar la Memoria Anual del Archivo Nacional de Honduras, así como los
informes financieros;

x. Emitir los Reglamentos que deriven de esta Ley o los que sean necesarios para
el cumplimiento de la misma;

xi. Designar de entre sus miembros al que deba asumir el cargo de Presidente en
caso de ausencia del titular y suplente;

xii. Delegar en el Director General del Archivo Nacional todas o algunas de las
funciones o atribuciones;

xiii. Conocer en apelación los recursos de reposición que el Director General hubiese
emitido contra las resoluciones definitivas que recayeran en los diferentes
tramites que ante el Archivo Nacional de Honduras se interpongan;

xiv. Ejercer la demás funciones y facultades que las leyes y reglamentos indiquen.

Los actos del Consejo Directivo adoptarán la forma que las leyes indiquen, según
corresponda.

2. El(La) Director(a) General.
Este será el(la) representante legal del Archivo Nacional de Honduras y será
responsable de la administración inmediata del mismo ante la Junta Directiva.

El (La) Director(a) General fungirá como Secretario(a) del Consejo Directivo, por ende,
asistirá a las sesiones de ese Órgano salvo en los casos en que este Consejo dispusiera
lo contrario en razón de tener que conocer de las propias actuaciones del Director
General, o que este se haya abstenido en virtud de ley o haya sido recusado
formalmente, en cuyo caso será sustituido en sus funciones al efecto por quien designe
el Consejo Directivo de entre sus miembros presentes en la respectiva sesión.

Son requisitos para ser Director(a) General del Archivo Nacional de Honduras:
a. Ser hondureño(a) por nacimiento;
b. Ser de reconocida honorabilidad y no tener cuentas pendientes con el Estado;
c. Ser profesional universitario(a);
d. Tener una experiencia de cinco (5) años en materia archivística;
e. Ser mayor de treinta (30) años.

El(La) Titular del Archivo Nacional de Honduras será elegido(a) por el Consejo
Directivo de una terna propuesta por la Secretaría de Estado en el Despacho de
Desarrollo Económico, La Academia, representada por el Consejo de Educación
Superior, y por los miembros de la Sociedad Civil que forman parte del Consejo
Directivo, cuya representación se determinará reglamentariamente. Su remoción solo
procederá por mayoría calificada de la totalidad de los miembros del Consejo Directivo
reunidos en Sesión debidamente instalada.

Los criterios y el procedimiento de selección del (de la) Director(a) General del
Archivo Nacional de Honduras se establecerán mediante el Reglamento que el
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Presidente Constitucional emita a través de la Secretaría de Estado en los Despachos de
Derechos Humanos, Justicia, Gobernación y Descentralización.

La aceptación del cargo de Director(a) General del Archivo Nacional de Honduras sin
cumplir los requisitos legales acarrea responsabilidad y todos los actos que se hayan
ejecutado serán nulos ipso jure.

Son funciones del (de la) Director(a) General del Archivo Nacional de Honduras:
i. Declarar y certificar el valor histórico, cultural e institucional de los documentos

específicos que deban agregarse al Patrimonio Documental de La Nación de
conformidad con esta Ley;

ii. Aprobar la transferencia de archivos entre instituciones;
iii. Aprobar los cambios de soporte documental;
iv. Emitir los Acuerdos de Valoración Documental;
v. Suscribir contratos y convenios en materia documental y de capacitación en esa

misma materia;
vi. Autorizar la integración al Sistema Nacional de Archivos a aquellas

instituciones o entidades que no se encuentren previstos en su conformación y
que por su participación en el Sistema Nacional de Archivos deban incluirse.

vii. Autorizar la designación de depositarios o curadores administrativos de bienes
documentales;

viii. Aprobar los programas de capacitación archivística a impartirse por el Archivo
Nacional de Honduras.

ix. Administrar los recursos del Archivo Nacional de Honduras, aceptar donaciones
y constituir fideicomisos para los efectos de esta Ley;

x. Ejercer las acciones ante las autoridades administrativas, el Ministerio Público y
los órganos jurisdiccionales para la protección, rescate y reivindicación de
patrimonio documental;

xi. Proponer al Consejo Directivo las tarifas por la prestación de servicios que el
Archivo Nacional de Honduras preste en el ámbito de esta Ley; y,

xii. Las demás que esta y otras leyes le asignen.

3. El Comité Técnico.
Es un ente consultivo y asesor del Consejo Directivo y del Director General con los
conocimientos especializados y que estará integrado por académicos y expertos
destacados, así:
a. Un profesional de la Archivística, en representación del Consejo de Educación

Superior;
b. Un profesional del Derecho con especialidad en materia de Derechos de Propiedad

Intelectual o, al menos, cinco años de experiencia en esa materia, en representación
de la Academia de Geografía e Historia;

c. Un profesional en Ciencias Informáticas o Ingeniería en Sistemas, en representación
del Instituto de Acceso a la Información Pública;
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d. Un profesional en Historia, en representación del Instituto Hondureño de
Antropología e Historia; y,

e. Un profesional de la Administración Pública, en representación de la Asociación de
Historiadores Locales y Regionales.

La Dirección General del Archivo Nacional de Honduras deberá escuchar el dictamen
del Comité Técnico en los siguientes asuntos:

i. Sobre la valoración documental, histórica, cultural de documentos que deban
formar parte del Archivo Nacional de Honduras y sus normas;

ii. Sobre los procedimientos de gestión documental y sus normas;
iii. Sobre el desarrollo de planes y programas de intercambio, investigación

histórica y capacitación para el manejo del patrimonio documental y sus normas;
iv. Sobre la negociación, convenios y contratos en los que se disponga de los bienes

documentales que estén bajo su administración y sobre la enajenación de esos
bienes;  y,

v. Sobre los procesos de valoración y sus normas.

Artículo 9.- REVISIÓN DE TARIFAS. El Archivo Nacional de Honduras revisará cada
cinco años las tarifas por los servicios que preste en el ámbito de esta Ley. Si las tarifas no
se revisan dentro de ese quinto año se entenderá que las mismas se han confirmado por el
Archivo Nacional de Honduras por otro periodo de cinco años.

Artículo 10.- ADMINISTRACIÓN DE DERECHOS DE AUTOR. No obstante el
carácter de información pública que posee la documentación contenida en el Archivo
Nacional de Honduras y de aquella documentación que después de haber sido sometida a
valoración esté contenida en los archivos de las Instituciones Obligadas en virtud de
convenio o contrato, los Derechos de Autor y los Derechos Conexos de la misma están bajo
la administración del Archivo Nacional de Honduras y su reproducción con fines
económicos o científicos sólo podrá hacerse mediante autorización formal emitida por éste
órgano a solicitud de parte interesada.

Artículo 11.- CONTRATOS DE TENENCIA. El Archivo Nacional de Honduras podrá
suscribir convenios o contratos con entidades de derecho público o privado para la tenencia
de documentos a cualquier título, incluido el fideicomiso, de documentos que estén bajo su
responsabilidad como parte del Patrimonio Documental de La Nación.

Lo dispuesto en este Artículo no autoriza al Archivo Nacional de Honduras para otorgar el
dominio de los documentos que estén bajo su responsabilidad ni los derechos a que se
refiere el Artículo 10 de esta Ley.

Artículo 12.- CONTRATACIÓN Y EXIGIBILIDAD DE MONTOS
CONTRACTUALES. En atención a lo expresado en los Artículos 10 y 11 de esta Ley, el
Archivo Nacional de Honduras podrá negociar con los interesados el acceso y reproducción
de la documentación e información contenida en la misma y que sea solicitada por terceros
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y percibir de éstos el pago de los montos acordados contractualmente; del mismo modo, el
Archivo Nacional de Honduras deberá iniciar las acciones pertinentes para exigir, ya
extrajudicial o judicialmente, lo que en derecho corresponda en virtud de la contravención a
lo que este Artículo establece.

Se exceptúan de lo dispuesto en este Artículo:
1. Aquellas obras que a la entrada en vigencia de esta Ley hayan sido entregadas al

Archivo Nacional de Honduras u obtenidas por este órganos en atención a lo ordenado
en el Artículo 136 de la Ley de Derechos de Autor y de los Derechos Conexos;

2. Aquellas obras que hayan sido entregadas por sus autores o por los legítimos titulares
de derechos conexos, reservándose para sí o para otros tales derechos; y,

3. Aquellas obras cuyos autores las entreguen al Archivo Nacional de Honduras para su
difusión amplia e irrestricta.

Artículo 13.- PATRIMONIO DEL ARCHIVO NACIONAL DE HONDURAS.
Constituyen el patrimonio del Archivo Nacional de Honduras:
1. Las asignaciones presupuestarias consignadas en el Presupuesto General de Ingresos y

Egresos de la República.
2. Los recursos que provengan de los empréstitos que se contraten o de los Convenios de

Cooperación financiera nacional e internacional;
3. Las herencias, legados y donaciones que se le concedan;
4. El veinticinco por ciento de las regalías que por derechos de propiedad intelectual haya

negociado con terceros conforme al Artículo11 de esta Ley.
5. El porcentaje que por el cobro de las tarifas a que los Artículos 8, numeral 1, romano

viii, y 10 se refieren y según disponga en el Presupuesto General de Ingresos y Egresos
de la República.

6. El porcentaje que por el cobro de las multas que deriven por el incumplimiento de esta
Ley conforme disponga el en las Disposiciones Generales del Presupuesto General de
Ingresos y Egresos de la República para cada Ejercicio Fiscal.

7. Las ayudas que proporcionen las agencias internacionales de cooperación y los Estados
de la comunidad internacional.

Artículo 14.- ORGANIZACIÓN, FUNCIONES Y COMPETENCAS DE LOS
DEMÁS ORGANOS Y DEPENDENCIAS DEL ARCHIVO NACIONAL DE
HONDURAS. El Reglamento General de esta Ley determinará la organización, funciones
y competencias de los órganos y dependencias del Archivo Nacional de Honduras.

CAPÍTULO II
DEL  SISTEMA NACIONAL DE ARCHIVOS

Artículo 15.- EL SISTEMA NACIONAL DE ARCHIVOS (SNA). El Sistema Nacional
de Archivos (SNA) es el conjunto de entidades archivísticas articuladas entre sí y que
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incluye al Archivo Nacional de Honduras y tiene como fin adoptar, articular, ejecutar y
difundir las políticas, estrategias, metodologías, programas y demás disposiciones que en
materia archivística y de gestión de documentos y archivos establezca el Archivo Nacional
de Honduras promoviendo la modernización y desarrollo de los archivos en todo el
territorio nacional, incluidos aquellos de las personas naturales y jurídicas particulares,
sobre quienes recaen responsabilidades de gestión, custodia, tenencia, investigación y
protección de documentos integrantes del Patrimonio Documental de La Nación.

Artículo 16.- OBJETIVOS DEL SNA. El SNA tiene como objetivos:
1. Planificar, coordinar y ejecutar la función archivística en toda La Nación,
2. Mejorar la estructura y el funcionamiento de los archivos de La Nación.
3. Apoyar la salvaguarda el Patrimonio Documental de La Nación y ponerlo al servicio de

la comunidad.

Artículo 17.- HOMOLOGACIÓN DE NORMAS ARCHIVÍSTICAS. El Poder
Legislativo, el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial y sus respectivas dependencias, así como
los entes creados Constitucionalmente y las diferentes Municipalidades, homologarán sus
normas archivísticas con aquellas que el Archivo Nacional de Honduras emita.

La homologación a que se refiere este Artículo deberá ocurrir dentro del plazo de un (1)
año contado a partir de la entrada en vigencia de la norma respectiva, conforme a su
publicación en el Diario Oficial “La Gaceta”.

Artículo 18.- SUJECIÓN DEL SNA A LA NORMATIVA NACIONAL. El Sistema
Nacional de Archivos se regirá de conformidad con las disposiciones previstas en esta Ley
y sus reglamentos y los criterios y directrices que emita el Archivo Nacional de Honduras.

TITULO III
DE LA GESTIÓN DE LOS DOCUMENTOS

CAPÍTULO I
PRINCIPIOS APLICABLES A

LA GESTIÓN DE LOS DOCUMENTOS

Artículo 19.- NORMAS MÍNIMAS. El presente ordenamiento jurídico establece los
principios y normas mínimas para la gestión documental a las instituciones obligadas a que
se refiere el Artículo 4, numeral 12, de esta  Ley.

Las personas naturales o jurídicas de derecho público o privado, inclusive de índole mixto,
deberán adoptar las medidas de gestión documental que estimen pertinentes en tanto no
signifique la contravención de las expresadas en esta Ley.
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El Archivo Nacional de Honduras, mediante los Acuerdos correspondientes, emitirá las
normas técnicas que deberán aplicar las instituciones obligadas para la gestión documental.

Artículo 20.- MEDIDAS INTEGRALES. La gestión documental debe realizarse
adoptando medidas de índole técnica, administrativa, ambiental y tecnológica para la
adecuada conservación de los archivos y la valoración documental.

Artículo 21.- PRINCIPIO DE PROCEDENCIA. Cada documento debe ser situado en el
fondo documental del que procede, teniendo en cuenta que debe mantenerse la unidad e
independencia de cada fondo y en éste la integridad y carácter seriado de las secciones,
series y expedientes.

Artículo 22.- PRINCIPIO DE ORDEN NATURAL. Los documentos deberán mantener
el orden que conservan en cada carpeta o expediente, ubicándolos de manera consecutiva
de acuerdo como se dieron las actuaciones que dieron origen a su producción.

Cuando una serie documental esté compuesta por varios expedientes o carpetas, éstas
también deben estar ubicadas de manera consecutiva respetando el orden natural en que se
fueron conformando.

Artículo 23.- UNIFORMIDAD. Los Archivos Municipales y, en general, aquellos de las
Instituciones Obligadas, constituyen entes subsidiarios del Archivo Nacional de Honduras
y, por ende, deberán acatar las normas que éste emita para la gestión documental.

Las Municipalidades y las Instituciones Obligadas podrán, de conformidad con el convenio
o contrato que al efecto celebren con el Archivo Nacional de Honduras, ser depositarios de
documentación que haya sido sometida al procedimiento de valoración.

Artículo 24.- LIMITACIÓN LEGAL. El acceso a la documentación contenida en el
Archivo Nacional de Honduras y en los entes subsidiarios es público y tiene por excepción
aquélla documentación a la que, en virtud de disposición Constitucional o legal, se deba
restringir su acceso o conocimiento público.

Artículo 25.- ASEGURAMIENTO PREVENTIVO. Los documentos contenidos en el
Archivo Nacional de Honduras y la documentación que haya sido sometida al
procedimiento de valoración que se encuentre en los entes subsidiarios, debe ser sometida a
avalúo y proceder a asegurarse, al menos, contra cualquier causa de destrucción o
sustracción no autorizada, hurto o robo.

Los criterios de valoración serán definidos a través de los manuales que el Archivo
Nacional de Honduras emita al efecto.

Artículo 26.- SEGUIMIENTO CON RESPONSABILIDAD. La remisión de la
documentación a un nivel jerárquico distinto al de su emisión o el traslado de la misma a

Versión Pública



Página 14 de 28

otra dependencia como consecuencia de su gestión o de su ciclo vital, no exime la
responsabilidad del mantenimiento y almacenamiento de la información en el medio
originario por el usuario responsable del mismo.

Artículo 27.- El avalúo de piezas del Patrimonio Documental de La Nación para efectos
de seguro se hará a través de perito valuador debidamente acreditado ante la Comisión
Nacional de Banca y Seguros y ante el Archivo Nacional de Honduras, pero no se
procederá a ese efecto sin que se haya ejecutado un proceso de valoración al tenor de este
Capítulo.

CAPITULO II
GESTIÓN DE LOS DOCUMENTOS

Artículo 28.- DEL SISTEMA DE ARCHIVOS INSTITUCIONAL. El sistema de
archivos institucional incluirá, al menos, los siguientes procesos:
1. Registro de entrada y salida de correspondencia;
2. Identificación de documentos de archivo;
3. Uso y seguimiento;
4. Clasificación archivística por funciones;
5. Integración y ordenación de expedientes;
6. Descripción a partir de sección, serie y expediente;
7. Transferencia de archivos;
8. Conservación y resguardo de archivos;
9. Prevaloración de archivos;
10. Criterios de clasificación,  difusión  y acceso de la información;
11. Auditoría de archivos.

Artículo 29.- CONDICIONES FÍSICAS Y EQUIPAMIENTO. Las instituciones
obligadas deberán proveer las condiciones físicas y de equipamiento para la conservación e
integridad del archivo institucional y, en tal caso, destinarán anualmente, al menos, el uno
por ciento (1%) de su presupuesto global.

Lo dispuesto en el párrafo primero de este Artículo se entiende sin perjuicio de los
proyectos y las partidas presupuestarias que se aprueben para la migración documental de
la información institucional.

En consecuencia con lo dispuesto en este Artículo, se deberá contar con:
1. Disposiciones expresas de seguridad de información;
2. Gestión de continuidad de negocio en caso de desastres; y,
3. Un registro y control de los accesos.
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Artículo 30.- RESPONSABILIDAD DE LOS GENERADORES DE
INFORMACIÓN. Quienes generen y gestionen información pública, independientemente
del soporte, son responsables de la misma en tanto no la transfieran a la unidad archivística
correspondiente que marque el ciclo vital de los documentos.

El superior inmediato de cada unidad o dependencia, en su caso, deberá corroborar que la
información recibida sea correspondiente con la remitida.

Artículo 31.- RESPONSABILIDAD ESPECIAL Y OBLIGACIONES DE LOS
SERVIDORES PÚBLICOS. Los servidores públicos, al desvincularse de las funciones
titulares, entregarán los documentos y archivos a su cargo debidamente inventariados,
conforme a las normas y procedimientos que establezca el Archivo Nacional de Honduras,
sin que ello implique exoneración de la responsabilidad a que haya lugar en caso de
irregularidades.

Artículo 32.- GENERACIÓN DE RESPALDOS DIGITALES. La información
generada y gestionada digitalmente debe ser almacenada, al menos, mensualmente en los
sitios y medios aprobados conforme a las normas técnicas que el Archivo Nacional de
Honduras emita.

Artículo 33.- RESPONSABLE DEL ARCHIVO INSTITUCIONAL. La
responsabilidad de los archivos de la instituciones obligadas recae en el servidor público
que las leyes y reglamentos designen, y, en defecto de estas, de aquel que las autoridades
respectivas establezcan, quien deberá ser específicamente un profesional universitario
debidamente certificado en materia archivística por el Archivo Nacional de Honduras.

Igualmente, el responsable del archivo institucional será encargado de custodiar y conservar
la documentación que habiendo sido expurgada deba mantenerse en los archivos de la
institución respectiva y que la misma se mantenga en óptimas condiciones. En caso que
sucediese un percance que rompa la integridad del archivo, el responsable del mismo debe
demostrar que realizó todas las acciones posibles por evitarlo.

Artículo 34.- PERSONAL CON FORMACIÓN ARCHIVISTICA. Para la correcta
gestión documental, los archivos de cada institución obligada deberán contar con al menos
un profesional con formación en la materia y debidamente inscrito y supervisado por el
Archivo Nacional de Honduras.

Artículo 35.- INFORME DE PERSONAL PAR EL ARCHIVO NACIONAL. Las
instituciones obligadas deberán remitir al Archivo Nacional de Honduras el nombre y cargo
de los responsables de la custodia de los archivos institucionales.

Artículo 36.- GESTIÓN DE ARCHIVOS DIFERENCIADA. El Archivo Nacional de
Honduras y las instituciones obligadas deben gestionar de manera diferenciada cada uno de
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los archivos de los que son responsables en virtud de esta y las demás leyes aplicables y
conforme a las normas técnicas que al respecto se emitan.

Artículo 37.- DEBERES DE LOS RESPONSABLES DE LOS ARCHIVOS
INSTITUCIONALES. Los responsables de los archivos de las instituciones obligadas,
deberán:
1. Velar por la integridad, autenticidad, veracidad y fidelidad de la información y de los

documentos de archivo y serán responsables de su organización y conservación, así
como de la prestación de los servicios archivísticos.

2. Elaborar, en coordinación con los responsables de los archivos de gestión, archivo
central y, en su caso, histórico, el cuadro general de clasificación archivística, el
catálogo de disposición documental, el inventario general, así como los demás
instrumentos descriptivos y de control archivístico;

3. Coordinar los procedimientos de valoración y destino final de la documentación, con
base en la normatividad vigente y las disposiciones establecidas por el Archivo
Nacional de Honduras;

4. Conservar la documentación que se encuentre activa y aquélla que ha sido clasificada
como reservada de acuerdo con la legislación aplicable, mientras conserve tal carácter;

5. Elaborar los inventarios de baja documental y de transferencia secundaria; y,
6. Validar la documentación que deba conservarse permanentemente por tener valor

histórico, para el dictamen del Archivo Nacional de Honduras.

Artículo 38.- ACCESO AL ARCHIVO INSTITUCIONAL. En todos los casos, cada
institución obligada podrá ofrecer servicios externos gratuitos para que la ciudadanía que
requiera información relacionada a un documento público pueda hacerlo de forma expedita
evitando daños a la integridad del documento.

Se exceptúa de esta norma la documentación que contiene información reservada, en cuyo
caso deberá brindarse acceso a la documentación mediante su respectiva versión pública
conforme a la normativa aplicable por la institución obligada en cada caso.

Artículo 39.- EL ARCHIVO NACIONAL COMO GUÍA DEL USUARIO. El Archivo
Nacional de Honduras no otorgará acceso a la información digital o en soporte físico que
esté contenida en sus archivos como consecuencia del servicio de almacenamiento de
respaldos digitales, revisión y recuperación de los mismos que brinde a las instituciones
obligadas o a cualquier otra institución, pero deberá indicar a los solicitantes a cuál
institución deben acudir a solicitarla.

Artículo 40.- SUPERVISIÓN DE LA GESTIÓN DOCUMENTAL. El Archivo
Nacional de Honduras ejecutará acciones de supervisión a las entidades oficiales y los
particulares comprendidos en el Sistema Nacional de Archivos, a efecto de garantizar el
cumplimiento de esta Ley y sus reglamentos. Las entidades o personas intervenidas están
obligadas a prestar la colaboración solicitada.
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Las recomendaciones que en materia archivística haga el Archivo Nacional de Honduras
serán de obligatorio cumplimiento.

CAPÍTULO III
DE LOS FONDOS DOCUMENTALES

Artículo 41.- RESCATE Y REIVINDICACIÓN DE FONDOS DOCUMENTALES.
Procede la reivindicación de los bienes documentales oficiales o aquellos declarados con
valor histórico, cuando su tenencia o posesión no se ajuste a las disposiciones de esta Ley.

Artículo 42.- CASOS EN QUE PROCEDE LA REINVIDICACIÓN DE FONDOS
DOCUMENTALES. El rescate o salvamento por parte del Archivo Nacional de Honduras
procede en los casos que los bienes cuya integridad física, perdurabilidad o seguridad en
general estén amenazadas o se prevea la destrucción o desaparición de los mismos, aun
antes de vencido el plazo de transferencia. La declaración de valor histórico sustentará la
declaratoria de interés general en aquellos casos en que proceda la expropiación forzosa de
un documento.

La declaratoria a que se refiere el párrafo precedente la hará el Archivo Nacional de
Honduras, a través del Acuerdo respectivo.

TÍTULO IV
PROCEDIMIENTOS

CAPÍTULO I
VALORACIÓN DOCUMENTAL Y SUS EFECTOS

Artículo 43.- PROCEDIMIENTO. El procedimiento de valoración documental podrá
iniciarse de oficio o a petición de parte y comprende a su vez, al menos, los siguientes
valores con respecto del documento:
1. Histórica
2. Cultural;
3. Científica;
4. Jurídica; y,
5. Administrativa.

Artículo 44.- RESPONSABLE DE APLICACIÓN DE CRITERIOS TÉCNICOS. La
aplicación de los criterios técnicos que a cada uno de los documentos sometidos al
procedimiento que este Capítulo trata corresponde, al Comité Técnico, con base en la
normativa técnica emitida por el Archivo Nacional de Honduras a través del Acuerdo
correspondiente.
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Artículo 45.- ALCANCE DE EFECTOS DE LA VALORACIÓN. Los términos y
efectos que con respecto a la documentación sometida a valoración hayan de ejecutarse,
serán planteadas en la solicitud que se presente o, en caso de iniciarse de oficio,
determinadas en la resolución que se emita conforme a lo reglamentariamente dispuesto.

En todo caso, solo la documentación que contenga valor administrativo con diez (10) años
o más de antigüedad podrá ser sometida a procedimientos de eliminación o destrucción.

Se exceptúa de lo dispuesto en este artículo la documentación contentiva de información
clasificada como reservada, la cual sólo podrá ser destruida si su valoración deriva solo en
el ámbito administrativo, para lo cual deberán haber transcurrido dos años después de
vencido el período durante el cual se mantuvo en reserva y su destrucción solo procederá
después de transcurridos diez años conforme al párrafo precedente.

Artículo 46.- SUSCRIPTOR DE LA SOLICITUD. La valoración a solicitud de parte se
iniciará mediante petición suscrita por el Titular de la dependencia que pretende someter
información pública al referido procedimiento y dirigida al Archivo Nacional de Honduras.

Artículo 47.- CONTENIDO DE LA SOLICITUD. Sin perjuicio de lo dispuesto en los
Artículos 61 y 62 de la Ley de Procedimiento Administrativo y a lo que
reglamentariamente se disponga, a la solicitud de valoración y, en su caso, de posteriores
efectos, se acompañarán:
1. Descripción de la documentación y/o equipo o medios que se someterán a la valoración

y posterior expurgo.
2. Procedencia de la información pública objeto de las diligencias, detallando:

a. Dependencia originalmente responsable de la conservación y custodia de la
información y/o equipo o medios objeto de las diligencias; y,

b. Nombre del Titular en el ejercicio del cargo de la dependencia de donde
originalmente proviene la información y/o equipo o medios que se pretende
eliminar.

3. Método a aplicar, transferencias y/o migración sugerida.
4. Sitio en donde deberá tener lugar los efectos de la resolución.
5. En su caso, la(s) persona(s) que, estando debidamente acreditada(s) ante el Archivo

Nacional de Honduras, llevará a cabo la valoración y sus posteriores efectos.
6. Representantes institucionales responsables debidamente acreditados de la ejecución del

procedimiento.

Artículo 48.- FUNCIÓN DEL COMITÉ TÉCNICO. Recibida la solicitud se dará
traslado al Comité Técnico para que se pronuncie de conformidad al Artículo 8, romanos i
y v, de esta Ley.

Artículo 49.- AUOTORIZACIÓN EN EL MARCO DEL SISTEMA NACIONAL DE
ARCHIVOS (SNA). Para el efecto de inspecciones in situ que se requieran como
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consecuencia de lo referido en este Capítulo, el Director General, previa consulta con el
Comité Técnico podrá autorizar que las funciones que corresponden a ese Comité, se lleven
a cabo a través de los entes regionales o locales que sus respectivas normas autoricen y que
se encuentren adscritos al SNA. La autorización a que este artículo se refiere se deberá
hacer de manera previa, formal y expresa y quedar acreditada debidamente en el
Expediente correspondiente previo a efectuar la inspección de que se trate.

En la Inspección in situ deberá participar la institución o persona que hubiese, o a su
nombre se hubiese, solicitado la valoración y el expurgo, en su caso.

Artículo 50.- TIEMPO DE EJECUCIÓN. Habiéndose dado traslado al Comité en
referencia la solicitud de que este Capítulo trata, la misma deberá ejecutarse dentro del
término de treinta (30) días contados a partir de la recepción del respectivo expediente, de
lo contrario los miembros de la Comisión que al efecto se nombre y que sean causantes de
la dilación en la tramitación del procedimiento a que este Capítulo se refiere, serán
responsables administrativa, civil y, en su caso, penalmente, por los daños que a la
documentación acontezca o de los daños y perjuicios ocasionen al interesado.

Artículo 51.- VALORACIÓN DE DOCUMENTACIÓN DIGITAL. Para los efectos a
que este Capítulo refiere y la normativa reglamentaria que de él derive, cuando se refiera a
información generada digitalmente y que deba conservarse bajo ese soporte, en defecto de
una norma uniforme emitida debidamente por el Archivo Nacional de Honduras, se
procederá conforme a las disposiciones normativas de respaldo de información que el
Archivo Nacional de Honduras apruebe para cada institución.

Artículo 52.- ELABORACIÓN DEL CATÁLOGO DOCUMENTAL. Posteriormente
al proceso de valoración que estipula esta Ley, la respectiva institución deberá proceder a la
elaboración de un catálogo documental, el cual consiste en el registro general y sistemático
que establece los valores documentales, los plazos de conservación, la vigencia
documental, la clasificación de reserva o confidencialidad y el destino final.

Artículo 53.- CONDICIÓN PARA LA MIGRACIÓN DOCUMENTAL. Los proyectos
de migración documental sólo serán aplicables a información que haya sido sometida al
procedimiento de valoración.

CAPÍTULO II
INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE TENEDORES

Artículo 54.- SOBRE QUIENES DEBEN REGISTRARSE EN EL REGISTRO DE
TENEDORES. Se deberán inscribir en el Registro de Tenedores del Patrimonio
Documental de La Nación las personas naturales o jurídicas, o de entidades del Estado,  así
como aquellas personas e instituciones obligadas, distintas del Archivo Nacional de
Honduras, que tengan en su poder a cualquier título, documentos que por su valor histórico,

Versión Pública



Página 20 de 28

científico-cultural, jurídico o administrativo formen o deban formar parte del Patrimonio
Documental de La Nación.

Artículo 55.- SOBRE LOS DOCUMENTOS QUE DEBEN SER INSCRITOS EN EL
REGISTRO DE TENEDORES. Los documentos declarados con valor histórico o
institucional en poder de particulares, sin perjuicio de otras disposiciones legales, deberán
ser inscritos en el Registro Documental de Tenedores a que se refiere este Capítulo,
quedando obligados al momento de la inscripción inicial a hacer entrega de copia,
duplicado, fotografía, réplica u otro mecanismo de respaldo del bien. Su enajenación, que
no implica el traspaso de la propiedad, será permitida siempre que ello no implique la salida
del bien documentario fuera del país; esta carga jurídica se inscribirá igualmente en los
registros de propiedad que procedan y sólo se liberará cuando el bien pase a propiedad
definitiva del Archivo Nacional de Honduras.

Bajo resolución y justificaciones debidamente razonadas el Archivo Nacional de Honduras
podrá establecer la calidad de depositario o administrador de documentos patrimoniales de
La Nación en instituciones o personas particulares.

Artículo 56.- PLAZO DE INSCRIPCIÓN. La inscripción de los documentos referidos
en el Artículo 56 precedente, será dentro de sesenta días contados a partir de la notificación
de la resolución que ordene ese proceder.

Artículo 57.- COSTO DE INSCRIPCIÓN. La inscripción en el Registro de Tenedores
del Patrimonio Documental de La Nación es gratuita y podrá hacerse de oficio o a petición
de parte.

Artículo 58.- PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. Para proceder de manera oficiosa a la
inscripción de los documentos referidos en el Artículo 56 de esta Ley, se deberá citar al
interesado para que exprese todo lo que en derecho le convenga con relación a la
inscripción o su negativa de hacerlo.

CAPÍTULO III
MOVILIZACIÓN DE BIENES DOCUMENTALES

Artículo 59.- AUTORIZACIÓN DEL ARCHIVO NACIONAL. La movilización de
bienes documentales se hará con autorización del Archivo Nacional de Honduras, a
solicitud de parte y la misma deberá, al menos, contener lo siguiente:
1. Tenedor;
2. Descripción del documento objeto de las diligencias;
3. Procedencia y destino;
4. Objeto de la movilización;
5. Monto del movimiento, en su caso; y,
6. Pólizas de seguro que cubren la movilización.
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Artículo 60.- REGISTRO COMO REQUISITO PREVIO A LA MOVILIZACIÓN.
No se permitirá la movilización de documentos que no estén acreditados en el Registro de
Tenedores del Patrimonio Documental de La Nación, por lo que su movilización no
autorizada se supondrá en detrimento del Patrimonio Cultural de la Nacional por
ocultamiento.

Artículo 61.- Los documentos declarados con valor histórico conforme esta Ley y que se
encuentren en poder de particulares estarán sujetos en su tráfico jurídico y movilización a
las reservas jurídicas o administrativas establecidas en esta Ley y los Reglamentos que
deriven de esta.

CAPÍTULO IV
ALMACENAMIENTO DIGITAL,

REVISIÓN Y RECUPERACIÓN DE RESPALDOS

Artículo 62.- SERVICIOS. El Archivo Nacional de Honduras podrá ofrecer servicios de
almacenamiento digital y de revisión y recuperación de respaldos de información digital a
las instituciones obligadas.

Artículo 63.- VERIFICACIÓN DE CONTENIDOS A ARCHIVAR. Cuando se
sometan documentos o archivos digitales al almacenamiento del Archivo Nacional de
Honduras, se deberá comprobar conjuntamente con el interesado que los mismos sean
entregados en las condiciones que éste ha establecido en su solicitud de almacenamiento.

CAPÍTULO V
ACREDITACIÓN

Artículo 64.- SOLICITUD DE ACREDITACIÓN. Las personas naturales y jurídicas
podrán acreditar sus capacidades en materia archivística ante el Archivo Nacional de
Honduras a través de la respectiva solicitud de acreditación.

Artículo 65.- DEBER DE INSCRIPCIÓN. Quienes hayan acreditado sus capacidades
ante el Archivo Nacional de Honduras deberán ser inscritos en el Registro correspondiente,
conforme a lo que reglamentariamente disponga el Archivo Nacional de Honduras.

Artículo 66.- EFECTOS DE LA ACREDITACIÓN. Las personas naturales o jurídicas
que se encuentren acreditadas ante el Archivo Nacional de Honduras podrán llevar a cabo
los servicios de valoración y la ejecución de sus efectos conforme al alcance de su
inscripción.

La ejecución por personas naturales o jurídicas de actividades en materia archivística no
autorizadas acarrea responsabilidad.

Versión Pública



Página 22 de 28

CAPÍTULO VI
DISPOSICIONES COMUNES A LOS

CAPÍTULOS PRECEDENTES DE ESTE TITULO

Artículo 67.- ACUERDOS DE CONFIDENCILIDAD. El(La) Director(a) General del
Archivo Nacional de Honduras podrá suscribir acuerdos de confidencialidad con el
personal del Archivo Nacional de Honduras o con terceros en función de los
procedimientos que se establecen en este Título, así como los que sean necesarios para la
gestión documental que derive de los servicios que el Archivo Nacional de Honduras
otorgue.

Artículo 68.- VALORACÓN POR FUNCIONARIOS REGIONALES DE OTRAS
DEPENDENCIAS DISTINTAS DEL ARCHIVO NACIONAL. Cuando el Comité
Técnico lo estime procedente, la valoración se podrá ejecutar a través de servidores
públicos de las instituciones regionales o locales que estén debidamente acreditados ante el
Archivo Nacional de Honduras.

Cuando suceda conforme a lo dispuesto al párrafo precedente, los servidores públicos no
devengarán dietas, salarios extraordinarios u honorarios profesionales por la ejecución de
las actividades referidas en ese párrafo.

Artículo 69.- FINANCIAMIENTO DEL TRASLADO DE PERSONAL. El traslado de
los miembros del Comité Técnico o de las Subcomités que se establezcan por ese Comité,
deben correr por cuenta de la institución que solicita la valoración documental, cuando
estas estén fuera de la sede de funcionamiento de los miembros.

Artículo 70.- REGLAMENTACIÓN DE PROCEDIMIENTOS. Reglamentariamente
se dispondrán en su caso, los aspectos específicos de cada procedimiento a que se refiere
este Título y de los demás procedimientos aplicables en la materia.

TÍTULO V
INCENTIVOS

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 71.- PREMIOS Y ESTIMULOS NO TRIBUTARIOS. El Archivo Nacional de
Honduras establecerá reglamentariamente los premios y estímulos no tributarios para las
personas o instituciones que con sus acciones y trabajos técnicos, culturales o científicos
contribuyan a la salvaguarda, difusión o incremento del patrimonio documental del país, así
como a los autores de estudios históricos significativos para la historiografía nacional
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elaborados con base en fuentes primarias. Tales premios y estímulos podrán consistir en:
becas, concursos, apoyo a publicaciones, pasantías, capacitaciones y distinciones
honoríficas.

TÍTULO VI
MARCO SANCIONATORIO

CAPÍTULO I
INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 72.- GENERALIDADES. En general, constituyen infracciones administrativas,
los incumplimientos a las disposiciones de esta Ley y a las disposiciones reglamentarias y a
las recomendaciones que el Archivo Nacional de Honduras emita en el marco de esta Ley.

Artículo 73.- TIPIFICACIÓN. Son infracciones administrativas, sin perjuicio de otras
que esta Ley disponga:
1. El incumplimiento de lo dispuesto en el Artículo 38 de la presente Ley.
2. El incumplimiento a las recomendaciones que el Archivo Nacional de Honduras emita

de conformidad a lo dispuesto en el Artículo 39 de esta Ley.
3. El otorgamiento no autorizado de acceso a la información digital o en soporte físico que

esté contenida en los archivos del Archivo Nacional de Honduras como consecuencia
del servicio de almacenamiento de respaldos digitales, revisión y recuperación de los
mismos que brinde a las instituciones obligadas o a cualquier otra institución.

4. La extracción, movilización, tráfico y destrucción de documentos de los archivos
oficiales o de los fondos documentales que forman parte del Patrimonio Cultural de La
Nación de manera no autorizada de conformidad con esta Ley y las disposiciones que
de ella deriven.

Artículo 74.- SANCIONES. Las infracciones administrativas serán sancionadas, en su
caso y en la medida que sean aplicables al infractor, con:
1. Amonestación por escrito;
2. Multa, cuyo importe oscilará en todos los casos a que esta Ley y sus reglamentos

refieran de tres a cincuenta salarios mínimos;
3. Multa e incautación administrativa o el decomiso preventivo o del bien documental

objeto de tráfico o movilización ilegal, o cuando esté amenazada la integridad física del
mismo;

4. Multa y suspensión de acreditaciones administrativas otorgadas por el Archivo
Nacional de Honduras;

5. Multa y cancelación de acreditaciones administrativas otorgadas por el Archivo
Nacional de Honduras; y,

6. Despido.
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Artículo 75.- RESPONSABILIDAD DE LOS TITULARES DE LAS
INSTITUCIONES OBLIGADAS. La responsabilidad que derive del incumplimiento a
las recomendaciones que el Archivo Nacional de Honduras emita de conformidad a lo
dispuesto en el Artículo 41 de esta Ley, se exigirá del Titular de la institución obligada.

Artículo 76.- CLASIFICACIÓN DE LAS SANCIONES. Las sanciones se clasifican en
graves, menos graves y leves y serán determinadas por el Archivo Nacional de Honduras
teniendo en consideración la dimensión del daño o amenaza al bien documental, su
valoración histórica, su tasación económica y en el caso del incumplimiento de funciones y
atribuciones de los servidores públicos involucrados, según la gravedad de la norma
desobedecida. La reincidencia del infractor agravará la sanción a su escala superior.

Artículo 77.- REGLAMENTACIÓN. Reglamentariamente se dispondrá el
procedimiento sancionatorio y la determinación de la gravedad de las infracciones a que
este Capítulo se refiere.

CAPÍTULO II
DELITOS Y PENAS

Artículo 78.- APLICACIÓN SIN PERJUICIO DEL AMBITO ADMINISTRATIVO.
La aplicación de las sanciones establecidas en la legislación penal vigente como
consecuencia de las infracciones a esta y a otras leyes, se hará sin perjuicio de las sanciones
administrativas que correspondan.

Lo mismo se entenderá para lo dispuesto en este Capítulo.

Artículo 79.- SUSTRACCIÓN NO AUTORIZADA, EL OCULTAMIENTO,
DESTRUCCIÓN O INUTILIZACIÓN DE LA INFORMACIÓN. La sustracción no
autorizada, el ocultamiento, destrucción o inutilización de la información digital o en
soporte físico que esté contenida en el Archivo Nacional de Honduras como consecuencia
del servicio de almacenamiento de respaldos digitales, revisión y recuperación de los
mismos que éste brinde a las instituciones obligadas o a cualquier otra institución, será
sancionado con reclusión de seis (6) a ocho (8) años. Si el autor fuere servidor público, la
pena será de diez (10) a doce (12) años e inhabilitación por el doble de la condena.

Artículo 80.- INTERCEPCIÓN DE INFORMACIÓN. Quien intercepte o haga
interceptar la trasmisión de soportes electrónicos o la información digital o en soporte físico
que esté contenida en el Archivo Nacional de Honduras como consecuencia del servicio de
almacenamiento de respaldos digitales, revisión y recuperación de los mismos que éste
brinde a las instituciones obligadas o a cualquier otra institución, será sancionado con
reclusión de seis (6) a ocho (8) años si fuere un particular y de ocho (8) a doce (12) años si
se tratare de un funcionario o empleado público.
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Artículo 81.- PENETRACIÓN Quien sin autorización penetre los soportes electrónicos,
bases de datos o la información digital o en soporte físico que esté contenida en el Archivo
Nacional de Honduras como consecuencia del servicio de almacenamiento de respaldos
digitales, revisión y recuperación de los mismos que éste brinde a las instituciones
obligadas o a cualquier otra institución, será sancionado con reclusión de tres (3) a seis (6)
años. Si el autor fuere servidor público, la pena será de diez (5) a doce (8) años e
inhabilitación por el doble de la condena.

CAPÍTULO III
DISPOSICIONES COMUNES A LOS

CAPÍTULOS PRECEDENTES DE ESTE TITULO

Artículo 82.- REPARACIÓN DEL DAÑO COMO SANCIÓN. Tanto las autoridades
administrativas como judiciales deberán de incluir como parte de la sanción la reparación
del daño causado, de ser ello posible, con relación al bien jurídico protegido o al bien
objeto de la infracción jurídica.

Artículo 83.- ACCIONES SANCIONATORÍAS COMPLEMENTARIAS. La
aplicación del marco sancionatorio administrativo se hará sin perjuicio de la obligación del
infractor de cumplir con el mandato de esta Ley y de la deducción de las responsabilidades
administrativas, civiles y penales que correspondan.

TÍTULO VII
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 84.- PASIVO LABORAL DEL ARCHIVO NACIONAL. Los servidores
públicos adscritos al Archivo Nacional antes de la vigencia de esta Ley y que, previo al
proceso de evaluación que se lleve a cabo, hayan de seguir laborando en el Archivo
Nacional de Honduras, seguirán gozando íntegramente de la antigüedad en su cargo, los
derechos laborales que les corresponden y su continuidad en el sistema de previsión social
al que pertenezcan.

El pasivo laboral de los servidores públicos que hayan de cesar en sus funciones en el
Archivo Nacional de Honduras previo a la entrada en vigencia de la presente Ley, será
asumido por la Dirección de Cultura y Artes dependiente de la Secretaría de Estado en el
Despacho de la Presidencia.

Artículo 85.- EXIGIBILIDAD CONDICIONADA. La obligaciones que estén
condicionadas a la generación de un normativa emitida por el Archivo Nacional de
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Honduras, no serán exigibles en tanto las mismas no se hayan sido puestas en vigencia de la
manera que la ley lo ordena.

Artículo 86.- PERÍODO DE ADECUACIÓN A ESTA LEY. Las instituciones y
personas naturales obligadas al cumplimiento de las disposiciones de esta Ley, incluida la
transferencia formal y registro de documentos, contarán con un plazo no mayor de
dieciocho (18) meses contados a partir de la vigencia de esta Ley para hacer efectivo su
acatamiento.

Artículo 87.- EXCENCIÓN DE GRAVAMENES TRIBUTARIOS. Las transacciones
económicas y financieras del Archivo Nacional de Honduras estarán exentas de todo
gravamen tributario nacional o municipal por un período de veinte (20) años.

Lo dispuesto en este Artículo no es extensivo a los gravámenes aplicables a terceros
causados o derivados de la venta de bienes y servicios al Archivo Nacional de Honduras.

Artículo 88.- PARTICIPACIÓN Y COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL. La
participación y cooperación de las autoridades civiles y militares para el cumplimiento de
esta Ley es obligatoria, actuando de oficio o a petición de parte. Las Municipalidades
apoyarán las acciones que desarrolle el Archivo Nacional de Honduras a nivel local,
conforme se determine reglamentariamente o mediante convenio. Todo ciudadano está
igualmente obligado a velar por la conservación y protección del Patrimonio Documental
de La Nación, so pena de responsabilidad.

Artículo 89.- FUNCIÓN DEL IAIP EN EL MARCO DE ESTA LEY. Corresponde al
Instituto de Acceso a la Información Pública (IAIP), en atención a su función de garante del
derecho de acceso a la información pública, velar por la correcta aplicación de la presente
Ley, para lo cual podrá exigir los informes respectivos de gestión al Archivo Nacional de
Honduras, sin perjuicio de las funciones del Tribunal Superior de Cuentas (TSC), así como
efectuar las respectivas denuncias ante los órganos competentes.

Artículo 90.- PROCEDIMIENTOS DE DEPURACIÓN PENDIENTES. El Instituto de
Acceso a la Información Pública deberá resolver las solicitudes de depuración documental
que previo a la entrada en vigencia de esta Ley hayan sido sometidas a su conocimiento y,
una vez firmes, deberá remitir al Archivo Nacional de Honduras los Expedientes
contentivos de las  mismas, para que el Archivo Nacional de Honduras proceda de
conformidad.

Artículo 91.- REGLAMENTACIÓN. La reglamentación a que hace referencia esta Ley
deberá ser emitida en un plazo no mayor de dieciocho (18) meses contados a partir de su
entrada en vigencia.

Artículo 92.- INTERPRETACIÓN Y DEROGACIÓN
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1. Interpretar que las facultades y atribuciones del Instituto Hondureño de Antropología e
Historia concedidas a través del marco legal nacional e internacional ratificado por la
República de Honduras no se extienden a los fondos documentales, la gestión de
archivos y valoración de documentos, por lo que los reclamos pecuniarios a que se
refiere el Artículo 37 de la Ley de Protección del Patrimonio Cultural en materia de
documentos, se hará por el Archivo Nacional de Honduras.

2. Interpretar que las normas legales contenidas en los Capítulos XIII “De las
Bibliotecas”, XIV “De los Archivos Nacionales” y XV “De los Monumentos
Arqueológicos e Históricos” del Título VI “Del Régimen Educativo” de la Ley
Orgánica de Educción contenida en el Decreto 79 del 14 de noviembre de 1966, no
deberán ser aplicadas en materia archivística y de patrimonio documental ya que a
partir de la vigencia de esta Ley y, conforme a la misma, el Archivo Nacional de
Honduras constituye la autoridad nacional competente en materia archivística en todas
sus áreas.

3. Quedan derogados:
a) El Artículo 32 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; y,
b) Toda aquella norma que se oponga a la presente Ley.

Artículo 93.- TRANSFERENCIA DE DOCUMENTOS GENERADOS POR
MEDIOS DE COMUNICACIÓN. La transferencia que los medios oficiales o privados de
radiodifusión o televisión están obligados a hacer de copias de las grabaciones de
programas noticiosos, de eventos históricos, de paisajismo, de flora, de fauna y de cultura
que sean de producción nacional que se emitan, así como las que las casas nacionales
editoras de libros, de producción de fonogramas y videos estén igualmente obligadas en
virtud del marco legal y reglamentario vigente antes de la entrada en vigor de esta ley,
deberán hacerlo al sistema bibliotecario nacional conforme al marco normativo que se
establezca.

Artículo 94.- NORMAS SUPLETORIAS. En lo no previsto en esta Ley se estará a lo
que los principios y técnicas archivísticas e informáticas para el almacenamiento de
información establezcan y a lo dispuesto en la Ley de Transparencia y Acceso a la
Información Pública, la Ley para la Protección del Patrimonio Cultural de La Nación, Ley
de Derechos de Autor y de los Derechos Conexos, la Ley General de la Administración
Pública, la Ley de Municipalidades y la Ley de Procedimiento Administrativo.

Artículo 95.- VIGENCIA. La presente Ley entrará en vigencia veinte (20) días después
de su publicación en el Diario Oficial “La Gaceta”.
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